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Abreviaturas


 






	AEAT
	Agencia Estatal de Administración Tributaria.



	Código Civil o CC
	Código Civil aprobado por Real Decreto de 24 de julio de 1889.



	CCom
	
Código de Comercio, aprobado por Real Decreto de 22 de agosto de 1885.



	LEC
	
Ley de Enjuiciamiento Civil, aprobada por Ley 1/2000, de 7 de enero.



	LGT
	Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.



	LIS
	Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.



	LIRNR
	Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes.



	LIRPF
	Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.



	LIVA
	Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.



	LRJPAC
	Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.



	PGC
	
Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad.



	PGC Pymes
	Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas y los criterios contables específicos para microempresas.



	RGAT
	Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos.



	RTEAC
	Resolución del Tribunal Económico Administrativo Central.



	STS
	Sentencia del Tribunal Supremo.



	TEAC
	Tribunal Económico Administrativo Central.
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Presentación


 Este trabajo pretende mostrar qué es y cómo actúa la Inspección de Hacienda en relación a la comprobación e investigación del Impuesto sobre Sociedades.

Para ello, inicialmente se explica el funcionamiento y procedimiento de Inspección, que objetivo, quién inspecciona, que facultades tiene, cuáles son las fases del procedimiento inspector y cómo se materializa el resultado de las actuaciones inspectoras.

Asimismo, se detallan los métodos de Inspección, qué pruebas se realizan así como la información disponible y las aplicaciones informáticas utilizadas.

En gran medida estos métodos son análogos a los utilizados en la auditoría contable con la diferencia de que la Inspección dispone de mayor información y facultades que los auditores.

De las pruebas y métodos que se analizan se pueden identificar áreas de riesgo fiscal por parte de los administradores, responsables de contabilidad, auditores y asesores fiscales a los efectos de evitar o atenuar los riesgos fiscales.

En definitiva, dado el perfil del autor, con una experiencia «en cartera» de más de 30 años, es una visión de la Inspección desde dentro.
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Capítulo 1 La Inspección de Hacienda. Objetivos y competencia


 1.  Objetivos de la Inspección de Hacienda

La Inspección de Hacienda tiene como objetivo garantizar el cumplimiento de la Constitución española que en su artículo 31.1 establece:

1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.


En la misma línea, el artículo 3.1 de la LGT dice:

La ordenación del sistema tributario se basa en la capacidad económica de las personas obligadas a satisfacer los tributos y en los principios de justicia, generalidad, igualdad, progresividad, equitativa distribución de la carga tributaria y no confiscatoriedad.


Las actuaciones inspectoras tienen una importancia esencial en el cumplimiento de las obligaciones tributarias de los contribuyentes, en especial en aquellos casos de mayor gravedad y mayor riesgo de incumplimiento.

Determinados incumplimientos pueden ser comprobados y regularizados por los órganos de Gestión tributaria mediante aplicaciones informáticas que detecten posibles incoherencias.

No obstante, en otros casos normalmente de mayor entidad, únicamente la Inspección mediante actuaciones de investigación puede comprobar si las declaraciones tributarias presentadas son representativas de la verdadera capacidad económica de los contribuyentes.

Los recursos de la Inspección van dirigidos a la comprobación e investigación de posibles incumplimientos por parte de contribuyentes con mayor capacidad económica y riesgo de ocultación que suponen un menoscabo de los recursos públicos y un perjuicio mayor para el conjunto de la sociedad perjudicando principalmente a los contribuyentes con rentas más bajas.

En todo caso, es curioso que la Inspección de Hacienda en ocasiones cause cierto «temor» en aquellos contribuyentes cuyas rentas, normalmente no elevadas, están controladas y difícilmente van a ser objeto de comprobaciones inspectoras.

2.  Competencia para realizar las inspecciones del impuesto sobre sociedades

Las actuaciones de la Inspección, como veremos, pueden realizarse por la Inspección de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes (DCGC) o por las Dependencias Regionales de Inspección (DRI).

No se trata de plantearse si hay diferencias entre las comprobaciones realizadas por unos u otros ya que el marco procedimental y metodológico es el mismo. Sin embargo, normalmente es más probable que una sociedad sea inspeccionada en caso de ser adscrita a la DCGC ya que los contribuyentes adscritos son de mayor importancia cuantitativa o de complejidad lo cual requiere un mayor control de los mismos.

Por tanto, los equipos de Inspección dedicados a su comprobación son proporcionalmente mayores a que los que son competencia de las DRI, con muchos más contribuyentes a comprobar y menos proporción de recursos inspectores para dichas actuaciones.

3.  La Inspección de los Tributos del Estado dentro del Organigrama de la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT)
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3.1.  Delegación Central de Grandes Contribuyentes

Los contribuyentes se adscriben a la Delegación Central de Grandes Contribuyentes de dos formas:

a) Adscripción automática:

Las personas jurídicas y entidades cuyo volumen de operaciones haya superado los 100 millones de euros durante cada uno de los tres ejercicios anteriores a aquel en el que se produce la adscripción.

Las personas jurídicas y entidades cuyo volumen de información suministrado a la Administración Tributaria, en concepto de retenciones o ingresos a cuenta, haya superado los 10.000 registros durante cada uno de los tres ejercicios anteriores y cuyo ámbito de actuación exceda del de una Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto de Autonomía.

La adscripción cesará el ejercicio siguiente a aquel en que dejen de concurrir las circunstancias que motivaron la adscripción del contribuyente a la Delegación Central.

Tanto la adscripción a la Delegación Central como su cese serán notificados a los interesados.

b) Por resolución del Director del Servicio de Planificación y Relaciones Institucionales de la Agencia Tributaria, a propuesta del Delegado Central, cuando concurran determinadas circunstancias, entre las que podemos señalar las siguientes:


	
—  Ejercer actividades en todo o gran parte del territorio nacional.

	
—  Presentar una posición destacada en un sector económico determinado.

	
—  Tributar en régimen de consolidación fiscal o grupo de entidades del IVA.

	
—  Ámbito nacional.

	
—  Estar relacionados con otros obligados tributarios ya adscritos a la Delegación Central.

	
—  Presentar indicios de la realización de fraudes en los que, por su especial gravedad, complejidad o características de implantación territorial, resulte conveniente la investigación de forma centralizada.

	
—  Presentar una especial complejidad en cuanto a su gestión recaudatoria o indicios de posibles conductas fraudulentas de especial relevancia en este ámbito.

	
—  Que por razones de eficacia, se considere necesaria la continuación de las actuaciones tributarias por la Delegación Central.



En estos casos, la resolución de la adscripción y desadscripción a la Delegación Central se notificarán al obligado tributario, surtiendo efectos a partir de dicha notificación.

Equipos Nacionales de Inspección

Las actuaciones y procedimientos de inspección en el ámbito de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes se desarrollan por los Equipos Nacionales de Inspección.

A estos Equipos se adscriben preferentemente un sector económico. Asimismo, existen Equipos Nacionales de Inspección que ejercen actuaciones preferentemente sobre obligados tributarios en los que las operaciones de comercio exterior o sujetas a los impuestos especiales son relevantes o revisten especial complejidad.

3.2.  Dependencias Regionales de Inspección

Las Dependencias Regionales de Inspección se integran en las Delegaciones Especiales de la AEAT.

Ámbito de actuación

1) Obligados tributarios con domicilio fiscal en el ámbito territorial de la Delegación Especial en la que esté integrada la Dependencia Regional de Inspección sobre los que la DCGC no ejerzan su competencia, así como a las obligaciones tributarias derivadas de los hechos imponibles que correspondan a personas físicas o jurídicas no residentes y sin establecimiento permanente en España, cuando en relación con dichos hechos imponibles el representante, responsable, retenedor, depositario o gestor de los bienes o derechos, o el pagador de las rentas del no residente, sea un obligado tributario incluido en su ámbito de competencia.

Es el domicilio fiscal del obligado tributario al inicio de las actuaciones inspectoras el determinante de la competencia del órgano de la Inspección de los Tributos, sin que el cambio de domicilio fiscal o de adscripción producido una vez iniciadas las actuaciones inspectoras altere la competencia del órgano actuante.

Esta competencia se mantiene incluso cuando las actuaciones deben continuar frente al sucesor o los sucesores del obligado tributario que tengan su domicilio fuera del ámbito territorial de la Delegación Especial.

2) Obligados tributarios con domicilio fiscal fuera del ámbito territorial de la Delegación Especial en la que esté integrada la DRI y que no estén adscritos a la DCGC, entre otros:


	
—  Que concurran en el presupuesto de hecho de una obligación, que comparezcan en el procedimiento de inspección que se haya iniciado con relación a otro obligado tributario con domicilio fiscal en dicho ámbito.

	
—  Sucesores de personas físicas y jurídicas que comparezcan en el procedimiento de inspección que se haya iniciado con relación a alguno o algunos de los obligados tributarios con domicilio fiscal en dicho ámbito territorial.

	
—  Que estén vinculados con otros obligados tributarios domiciliados en dicho ámbito territorial respecto a los que se hayan iniciado actuaciones en aquellos casos en los que proceda realizar actuaciones o procedimientos coordinados.

	
—  No establecidos en el territorio de aplicación del IVA y sin obligación de nombrar a un representante, salvo que se encuentren domiciliados en Canarias, Ceuta y Melilla, cuando la entrega de bienes o la prestación de servicios se realice en el ámbito de la Delegación Especial.

	
—  Que realicen una actividad económica en dicho ámbito, a través de uno o varios locales afectos en los que preste servicio personal asalariado, cuando se estén desarrollando por la Dependencia Regional de Inspección actuaciones o procedimientos frente a alguno o algunos de los obligados tributarios, con los que aquellos tengan relación económica, sobre los que tenga competencia.



Siempre que sea necesario para el desarrollo de las funciones atribuidas a las Dependencias Regionales de Inspección en relación con los obligados tributarios a los que extienden su competencia de acuerdo con lo señalado anteriormente este órgano inspector puede:


	
—  Realizar actuaciones de obtención de información, así como ejercer la correspondiente potestad sancionadora en caso de incumplimiento, dirigidas a cualquier obligado tributario con independencia de su domicilio fiscal y de su adscripción.

	
—  Desarrollar sus actuaciones en todo el territorio nacional.



Asimismo, el director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria puede acordar la extensión de las competencias de la Dependencia Regional de Inspección, o de las unidades integradas en las mismas, de una Delegación Especial al ámbito territorial de otras Delegaciones Especiales.

Estructura de las Dependencias Regionales de Inspección

Al frente de la Dependencia Regional está el Jefe de la misma, o Inspector Regional, que puede estar asistido por uno o varios Inspectores Regionales Adjuntos y éstos, a su vez, por uno o varios Inspectores Coordinadores, quienes podrán, en su caso, depender directamente del Jefe de la Dependencia.

La sede principal de la Dependencia Regional coincide con la sede de la Delegación Especial, existiendo otras sedes de la Dependencia en Delegaciones de la AEAT de la demarcación territorial de la correspondiente Delegación Especial.

Un Inspector Regional Adjunto o un Inspector Coordinador tiene a su cargo la jefatura del personal de la Dependencia destinado en sede distinta de la principal, sin perjuicio de la superior coordinación del Inspector Regional.

Las Dependencias Regionales de Inspección pueden estar integradas por Equipos y Unidades de Inspección que se estimen convenientes.

a) Los Equipos de Inspección.

Son dirigidos por un funcionario del Cuerpo Superior de Inspección de Hacienda (Inspectores de Hacienda), pudiendo estar integrados por otros Inspectores de Hacienda, funcionarios del Cuerpo Técnico de Hacienda (Técnicos de Hacienda), Agentes de la Hacienda Pública y demás personal que en cada momento se determine por el Jefe de la Dependencia Regional.

b) Macrounidades.

Se constituyen por acuerdo del Director de Departamento de Inspección Financiera y Tributaria y a propuesta del Delegado Especial. Se integran por el número de Técnicos de Hacienda que en cada caso se determine por el Jefe de la Dependencia, dirigidos por un Inspector de Hacienda.

La especialidad de estos Equipos consiste en que las liquidaciones que deriven de las actuaciones de comprobación e investigación que desarrollen los miembros del mismo no se dictan por el Inspector Jefe sino por el Jefe del Equipo por delegación del primero.

c) Las Unidades de Inspección.

Las Unidades de Inspección están dirigidas por un Jefe de Unidad, que puede ser del Cuerpo Técnico de Hacienda, pudiendo estar integradas por otros Técnicos de Hacienda, Agentes de la Hacienda Pública y demás personal que en cada caso determine el Jefe de la Dependencia.

La distribución de competencias entre los Equipos es la siguiente:

Equipos de Inspección distintos de las Macrounidades

Desarrollan sus actuaciones sobre cualquier obligado tributario sobre el que la DRI extienda su competencia, si bien su ámbito de actuación preferente está constituido por:

a) Actuaciones de especial dificultad.

La especial dificultad de una actuación puede ser originaria o sobrevenida:

Es originaria cuando deriva del propio motivo de la selección del contribuyente para su comprobación (operaciones de reestructuración empresarial; tributación en el IS por el régimen de consolidación fiscal; tributación en el IVA por el régimen especial de grupo de entidades; programas calificados como de especial complejidad en el Plan de Inspección que se integra en el Plan de Control Tributario de cada año).

Es sobrevenida cuando las materias que determinan la especial dificultad originaria se pongan de manifiesto durante el desarrollo de la comprobación, así como cuando durante dicho desarrollo se ponga de manifiesto la existencia de simulación, conflicto en la aplicación de la norma o que las cantidades que pudieran ser regularizadas excedan de 120.000€, elemento objetivo de delito fiscal.

b) Actuaciones relativas a obligados tributarios cuyo volumen anual de operaciones declarado en cualquiera de los ejercicios comprobados supere 4.000.000 €, tratándose de actuaciones de alcance general, o 5.700.000 €, tratándose de actuaciones de alcance parcial.

Las actuaciones en las que se aprecie una especial dificultad originaria o en las que el volumen de operaciones declarado supere los importes señalados sólo podrán desarrollarse por Equipos de Inspección.

Por el contrario, si las circunstancias que determinan la especial dificultad son sobrevenidas, se aprecian durante la tramitación del procedimiento, o el volumen de operaciones comprobado supera dichas cifras, ello no determina la incompetencia de la Unidad de Inspección que, en su caso, estuviera desarrollando las actuaciones de comprobación e investigación.

En estos casos se establecen una supervisión por parte de un Jefe de Equipo de Inspección y firma conjunta de las actas que deriven de dichas actuaciones de comprobación e investigación.

Macrounidades

Estos Equipos de Inspección sólo pueden desarrollar actuaciones en las que no concurra una especial dificultad originaria y que se refieran a obligados tributarios que no desarrollen actividades económicas o a obligados tributarios que, desarrollando este tipo de actividades, su cifra de negocios o volumen de operaciones no supere 2.500.000 €, tratándose de actuaciones de alcance general, o 4.000.000 €, tratándose de actuaciones de alcance parcial.

Unidades de Inspección

Las Unidades de Inspección únicamente pueden desarrollar actuaciones que no revistan una especial dificultad originaria y que se refieran a obligados tributarios que no desarrollen actividades económicas o a obligados tributarios que, desarrollando este tipo de actividades, su cifra de negocios o volumen de operaciones no supere 4.000.000 €, tratándose de actuaciones de alcance general, o 5.700.000 €, tratándose de actuaciones de alcance parcial.

Composición y funcionamiento de los Equipos y Unidades de Inspección

Las actuaciones son ordenadas y dirigidas por los Jefes de los mismos y son desarrolladas por los mismos y por los Inspectores de Hacienda y Técnicos de Hacienda integrados en el Equipo o Unidad.

Las funciones realizadas por los Inspectores o técnicos miembros del equipo o unidad, aunque sean éstos los que pasan las visitas con el contribuyente o su representante, siempre están dirigidas coordinadas y supervisadas por el jefe del equipo o unidad.

Los Inspectores de Hacienda que forman parte de los Equipos desarrollan las actuaciones que les sean encomendadas por el Jefe del mismo, sin establecerse normativamente limite competencial alguno.

Los técnicos integrados en los Equipos y Unidades desarrollan las actuaciones que disponga el Jefe de Equipo o Unidad, si bien la asignación de actuaciones no puede suponer que el técnico realice la totalidad de las actuaciones de comprobación e investigación previas a la formalización de las actas cuando las actuaciones revistan especial dificultad o se refieran a obligados tributarios que desarrollen actividades económicas cuya cifra de negocios o volumen anual de operaciones declarado en cualquiera de los ejercicios comprobados supere 3.500.000 €, tratándose de actuaciones de alcance general, o 5.700.000 €, tratándose de actuaciones de alcance parcial.

Los agentes de Hacienda Pública integrados en los Equipos y Unidades de Inspección realizan actuaciones meramente preparatorias o de comprobación y prueba de los hechos o circunstancias con trascendencia tributaria.

Deber de abstención y la recusación

Para garantizar la objetividad e imparcialidad de los funcionarios que intervienen en las actuaciones inspectoras, al igual que en otros procedimientos administrativos, se establecen las figuras de la abstención y la recusación.

La abstención consiste en la inhibición del inspector, técnico o agente, en la tramitación y resolución de un procedimiento de inspección en el que, conforme a las normas generales de distribución de competencias, podría intervenir, cuando concurran circunstancias que puedan comprometer su imparcialidad, en interés propio o ajeno, bien beneficiando, bien perjudicando a terceros.

La recusación por parte del contribuyente se produce en aquellos casos en que exista alguna circunstancia personal o subjetiva que pueda suponer que la Inspección no actúe de manera objetiva e imparcial en relación a las actuaciones inspectoras que se llevan a cabo con dicho contribuyente.

Son motivos de abstención y recusación los siguientes:


	
—  Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir la de aquél. El interés personal no siempre tiene que ser económico o patrimonial.

	
—  Ser administrador de sociedad o entidad objeto de la actuación inspectora. No obstante, esta circunstancia no se producirá atendiendo al régimen de incompatibilidades al que está sometido el personal inspector.

	
—  Tener cuestión litigiosa pendiente con la persona o entidad objeto de la actuación inspectora. Estos litigios deben afectar a intereses personales del funcionario y no las que deriven de su actuación profesional. La interposición de una denuncia o querella contra el funcionario actuante no es, en sí misma, causa de abstención o recusación.

	
—  Tener un vínculo matrimonial o situación asimilable y el parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento.

	
—  Tener relación profesional con el interesado o tener amistad íntima o enemistad manifiesta con el mismo.

	
—  Haber tenido intervención como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate.

	
—  Tener relación de servicio con la persona natural o jurídica o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar.



Las causas de abstención y recusación anteriores son tasadas.

El personal al servicio de la Administración en quien se dé alguno de los motivos de abstención debe abstenerse de intervenir en el procedimiento y comunicarlo a su superior inmediato quien resolverá lo procedente.








  El procedimiento de Inspección Tributaria 








Capítulo 2 El procedimiento de Inspección Tributaria


 El procedimiento de Inspección Tributaria es una garantía para las relaciones del contribuyente con la Inspección.

Se regula en el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria (RGAT)

1.  Órganos y competencias

1.1.  Atribución de funciones inspectoras a los órganos administrativos

En el ámbito de competencias del Estado, el ejercicio de las funciones de inspección tributaria corresponderá a los órganos con funciones inspectoras de la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT).

Los órganos con funciones inspectoras de la Agencia Estatal de Administración Tributaria ejercerán sus funciones respecto de los siguientes tributos:


	
—  Aquellos cuya aplicación corresponda a la Administración tributaria del Estado, siendo éste el ámbito natural del Impuesto sobre Sociedades en el que, a diferencia de otros tributos, no existe competencia normativa por parte de otras administraciones.

	
—  Los tributos cedidos tal como el Impuesto sobre el Patrimonio o tramos autonómicos o deducciones del IRPF.

	
—  El Impuesto sobre Actividades Económicas de acuerdo con lo dispuesto en la normativa reguladora de las Haciendas Locales.



1.2.  Colaboración de los órganos de inspección con otros órganos y Administraciones

Las actuaciones inspectoras podrán realizarse mediante colaboración entre las distintas Administraciones tributarias, de oficio o a solicitud de la otra Administración.

Los órganos de inspección comunicarán a otros órganos de la misma Administración tributaria cuantos datos conozcan con trascendencia para el adecuado desempeño de las funciones que tengan encomendadas.

Cuando los órganos de inspección de una Administración tributaria conozcan hechos o circunstancias con trascendencia tributaria para otras Administraciones tributarias, los pondrán en conocimiento de estas y los acompañarán de los elementos probatorios que procedan.

En relación a las comprobaciones del Impuesto sobre Sociedades, no es inusual obtener información relevante relativa a otros tributos o contribuyentes que debe remitirse a la Administración tributaria competente.

De la misma manera, cuando otra Administración tributaria obtiene información relevante en relación al Impuesto sobre Sociedades de un determinado contribuyente debe remitirla al órgano competente para su comprobación.

Los resultados de las actuaciones inspectoras a que se refieren los párrafos anteriores se documentarán en diligencia, a la que podrá acompañarse un informe si se estima conveniente, que se remitirá directamente al órgano competente de la Administración pública correspondiente.

1.3.  Inspecciones coordinadas con las comunidades autónomas

Las Administraciones tributarias del Estado y de las comunidades autónomas podrán realizar actuaciones y procedimientos de inspección coordinados, cada una en su ámbito de competencias y de forma independiente, en relación con aquellos obligados tributarios que presenten un interés común o complementario para la aplicación de los tributos cuya inspección les corresponda.

Normalmente no existen actuaciones coordinadas de la AEAT con otras Administraciones tributarias de comunidades autónomas a efectos del Impuesto sobre Sociedades ya que no tienen competencias normativas ni comprobación.

Los órganos de las distintas Administraciones tributarias que intervengan en las actuaciones y procedimientos inspectores coordinados podrán realizar actuaciones concretas de modo simultáneo.

Esto sucederá cuando se comprueben coordinadamente sociedades vinculadas, o que realicen operaciones entre sí, con domicilios fiscales cuya competencia corresponda a diferentes Delegaciones Especiales de la AEAT.

Las Administraciones tributarias implicadas tendrán acceso a toda la información y elementos de prueba obtenidos en las diferentes actuaciones y procedimientos de inspección coordinados en cuanto resulten relevantes para la resolución del procedimiento iniciado, para su ampliación o para el inicio de otros procedimientos de acuerdo con sus respectivas competencias.

Esta información compartida y elementos de prueba se encontrará normalmente en los expedientes electrónicos de cada contribuyente a los que se podrá acceder en el caso de estas actuaciones coordinadas.

1.4.  Personal inspector

Corresponde a cada Administración tributaria determinar en los distintos órganos con funciones inspectoras los puestos de trabajo que tengan a su cargo el desempeño de tales funciones y concretar sus características y atribuciones específicas.

Las inspecciones se realizan por equipos o unidades de inspección compuestos por funcionarios del Cuerpo Superior de Inspectores de Hacienda, funcionarios del Cuerpo de Técnicos de Hacienda y, en su caso, agentes tributarios.

Las actuaciones preparatorias y las de comprobación o prueba de hechos o circunstancias con trascendencia tributaria podrán encomendarse al personal al servicio de la Administración tributaria que no tenga la condición de funcionario.

2.  Planificación de las actuaciones inspectoras

2.1.  Planes de inspección

El punto de partida es el Plan de control tributario.

Para su elaboración, cada Administración tributaria integrará en el mismo el plan o los planes parciales de inspección, que se basarán en los criterios de riesgo fiscal, oportunidad, aleatoriedad u otros que se estimen pertinentes.

En el ámbito de las competencias de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, el plan o los planes parciales de inspección se elaboraran anualmente basándose en las directrices del Plan de control tributario, en el que se tendrán en cuenta las propuestas de los órganos inspectores territoriales, y se utilizará el oportuno apoyo informático.

La planificación comprenderá las estrategias y objetivos generales de las actuaciones inspectoras y se concretará en el conjunto de planes y programas definidos sobre sectores económicos, áreas de actividad, operaciones y supuestos de hecho, relaciones jurídico-tributarias u otros, conforme a los que los órganos de inspección deberán desarrollar su actividad.

El plan o los planes parciales de inspección recogerán los programas de actuación, ámbitos prioritarios y directrices que sirvan para seleccionar a los obligados tributarios sobre los que deban iniciarse actuaciones inspectoras en el año de que se trate.

El plan o los planes parciales de inspección en curso de ejecución podrán ser objeto de revisión, de oficio o a propuesta de los órganos territoriales.

Los planes de inspección, los medios informáticos de tratamiento de información y los demás sistemas de selección de los obligados tributarios que vayan a ser objeto de actuaciones inspectoras tendrán carácter reservado, no serán objeto de publicidad o de comunicación ni se pondrán de manifiesto a los obligados tributarios ni a órganos ajenos a la aplicación de los tributos.

La determinación por el órgano competente para liquidar de los obligados tributarios que vayan a ser objeto de comprobación en ejecución del correspondiente plan de inspección, la orden de carga en plan de Inspección, tiene el carácter de acto de mero trámite y no será susceptible de recurso o reclamación económico-administrativa.

Para la determinación de los obligados tributarios que vayan a ser objeto de comprobación se podrán tener en cuenta las propuestas formuladas por los órganos con funciones en la aplicación de los tributos.

Respecto de los tributos cedidos por el Estado a las comunidades autónomas, estas dispondrán de plena autonomía para elaborar sus propios planes de inspección con adecuación a su respectiva estructura orgánica. No obstante, en el caso de que se hayan aprobado planes conjuntos de actuaciones inspectoras, las correspondientes Administraciones tributarias deberán adecuar sus respectivos planes de inspección a los criterios generales establecidos en los planes conjuntos por ellas aprobados, en relación con aquellas cuestiones o aspectos previstos en los mismos.

2.2.  Plan de control tributario para 2020

Las Directrices del Plan Anual de Control Tributario para 2020 en relación al Impuesto sobre Sociedades, son las siguientes:

— Plan especial de comprobación de contribuyentes que en sus declaraciones del Impuesto sobre Sociedades vienen consignando reiteradamente bases imponibles negativas pendientes de compensar en el futuro.

El plan incluye la comprobación de bases imponibles negativas ya aplicadas, pero muy especialmente la revisión de aquellas que están pendientes de compensación en años siguientes.

El objetivo es verificar la existencia, exactitud y origen de los saldos negativos, teniendo en cuenta que estos saldos pueden en el futuro ser compensados por las empresas que los generaron o por otras que continúen su actividad..

— Al tiempo que se realizan las habituales tareas de control sobre las multinacionales, grandes empresas y grupos fiscales, con especial atención a los nuevos modelos de negocio altamente digitalizados, en 2020 se lleva a cabo la puesta en práctica de un nuevo sistema automatizado de análisis de riesgos en el ámbito de la fiscalidad internacional basado en todo el conjunto de información disponible sobre operaciones vinculadas (intragrupo) con el que actualmente cuenta la Agencia como consecuencia del proyecto BEPS (Erosión de Bases y Traslado de Beneficios) de la OCDE —intercambios automáticos de ciertas rentas y la información derivada del Informe País por País—.

La herramienta permite un mejor análisis de riesgos a través de la elaboración de indicadores, índices y modelos, así como la identificación de pautas de comportamiento de alto riesgo fiscal cuyo examen se deberá beneficiar también de la información que reciba la Agencia sobre mecanismos transfronterizos de planificación fiscal potencialmente agresiva, o «DAC 6».

— Se sigue potenciándose en 2020 una estrategia coordinada, continua e intensa de lucha contra la ocultación de ingresos, con personaciones apoyadas por empleados del área de auditoría informática de la AEAT en las sedes donde se realiza la actividad económica y líneas de actuación contra los sistemas informáticos que permiten ocultar las ventas reales.

— De igual forma, se presta atención específica al posible acceso a la información cruzada disponible en las plataformas de venta por internet de bienes y servicios, en relación con el proveedor inicial de los mismos.

— También en el ámbito de la lucha contra la economía sumergida, en 2020 se incorporan nuevos colectivos con actividad económica, empresarial o profesional, como receptores de las cartas informativas con comparativas de ratios de actividad propios y de cada sector.

Estas actuaciones se harán en el contexto de la interlocución permanente con las organizaciones representativas de autónomos y pymes que marca el Plan Estratégico elaborado por la Agencia para explorar fórmulas compartidas que mejoren la aplicación del sistema tributario, el cumplimiento voluntario y la lucha contra la actividad no declarada que genera competencia desleal.

— Se impulsa un control temprano sobre nuevas entidades que puedan estar siendo controladas por contribuyentes con conductas reprochables en el pasado, a efectos de prevenir posibles incumplimientos tributarios futuros.

— Por otra parte, se potencia el control de los contribuyentes no declarantes, tanto en lo referente al IRPF, anticipando los controles gracias a las fuentes de información interna e internacional, como en Sociedades e IVA gracias a la depuración censal.

3.  Facultades de la inspección de los tributos

Para el desarrollo de las actuaciones de comprobación e investigación la Inspección dispone de las siguientes facultades:

3.1.  Examen de la documentación de los obligados tributarios

Para realizar las actuaciones inspectoras, se podrán examinar, entre otros, los siguientes documentos de los obligados tributarios:

— Declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos o solicitudes presentadas por los obligados tributarios relativas a cualquier tributo.

Esta documentación está contenida y puede examinarse en la base de datos del contribuyente (denominada BDC).

— Contabilidad de los obligados tributarios, que comprenderá tanto los registros y soportes contables como las hojas previas o accesorias que amparen o justifiquen las anotaciones contables.

En las comprobaciones normalmente se solicita al inicio del procedimiento la aportación de la contabilidad con el detalle de todas las cuentas y días incluyendo asientos de apertura, regularización y cierre, en soporte informático.

El análisis de esta información permite analizar la contabilidad, realizar filtros, identificar áreas de riesgos y realizar cruces con información propia o de terceros, así como revisar operaciones económicas significativas y su impacto contable.

— Libros registro establecidos por las normas tributarias.

Normalmente corresponde a registro de facturas recibidas y emitidas en soporte informático.

— Facturas, justificantes y documentos sustitutivos que deban emitir o conservar los obligados tributarios.

Corresponde a los soportes documentales de operaciones contabilizadas o de las que se dispone información por declaraciones propias (p.e: SII, modelos 347, 190 o 180) o de terceros (p.e: SII, modelos 347, 193, 196 o 180).

— Documentos, datos, informes, antecedentes y cualquier otro documento con trascendencia tributaria.

Por ejemplo, escrituras públicas de operaciones societarias, transmisiones o adquisiciones de inmuebles, fusiones, aportaciones no dinerarias, etc., así como justificantes de pagos o cobros al extranjero, etc.

La documentación y los demás elementos se podrán analizar directamente.

Se exigirá, en su caso, la visualización en pantalla o la impresión en los correspondientes listados de datos archivados en soportes informáticos o de cualquier otra naturaleza.

Asimismo, se podrá obtener copia en cualquier soporte de los datos, libros o documentos, sin perjuicio del derecho a no aportar aquellos documentos ya presentados por ellos mismos y que se encuentren en poder de la Administración actuante, siempre que el obligado tributario indique el día y procedimiento en el que los presentó.

Los obligados tributarios deben poner a disposición del personal inspector la documentación mencionada anteriormente.

La documentación e información solicitada se aporta preferentemente a través de la sede electrónica de la AEAT, aunque también se puede enviar por email o directamente en pendrive o fotocopias que pueden ser cotejadas.

Cuando el personal inspector solicite al obligado tributario datos, informes o antecedentes que no deban hallarse a disposición inmediata de la Administración tributaria, se concederá con carácter general un plazo de 10 días hábiles, contados a partir del siguiente al de la notificación del requerimiento, para cumplir con el deber de colaboración. El plazo concedido para la contestación a las reiteraciones de los requerimientos de información que no deba hallarse a disposición inmediata de la Administración tributaria será con carácter general de 5 días hábiles.

Cuando los sujetos obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas, aporten documentación directamente al órgano de inspección actuante en el curso de su comparecencia, la documentación podrá ser admitida por dicho órgano con el objeto de lograr la eficacia de la actuación administrativa.

En caso de admitirse, el obligado tributario no estará obligado a remitir tales documentos por medios electrónicos.

3.2.  Entrada y reconocimiento de fincas

Esta facultad de la Inspección es esencial para conocer el funcionamiento, estructura e identificar áreas de riesgo fiscal y comprobar posibles contingencias incurridas por la empresa.

Asimismo, cada vez es más habitual, principalmente en el caso de empresas que prestan sus servicios, venden a consumidores finales o realizan los pagos o cobros de sus operaciones en efectivo, el inicio de comprobaciones inspectoras por personación.

Esto es debido a que en la personación se puede obtener información de la operativa de la empresa, principalmente registros de ventas o gastos en efectivo sin contabilizar ni declarar.

En caso de no realizar la personación y obtener esta información, normalmente copia informática de los archivos y documentación de las operaciones presuntamente no declaradas, difícilmente el contribuyente o representante aportaría esta información a la Inspección en el desarrollo de las actuaciones.

Esto no quiere decir que mediando otros medios no pueda comprobarse la realidad del resultado contable y la base imponible, pero en todo caso es mucho más costoso y menos fiable, por ejemplo aplicando una estimación indirecta de bases imponible.

Por estos motivos, se atribuye a los funcionarios y demás personal al servicio de la Administración tributaria que desarrollen actuaciones inspectoras la facultad de entrada y reconocimiento, en las fincas, locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos.

Cuando el personal inspector se persone sin previa comunicación en el lugar donde deban practicarse las actuaciones, el obligado tributario o su representante deberán atenderles si estuviesen presentes. En su defecto, deberá colaborar en las actuaciones cualquiera de las personas encargadas o responsables de tales lugares, sin perjuicio de que en el mismo momento y lugar se pueda requerir la continuación de las actuaciones en el plazo que se señale y adoptar las medidas cautelares que resulten procedentes.

Se considera que el obligado tributario o la persona bajo cuya custodia se encuentren los lugares mencionados prestan su conformidad a la entrada y reconocimiento cuando ejecuten los actos normalmente necesarios que dependan de ellos para que las actuaciones puedan llevarse a cabo.

En el ámbito de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, cuando el obligado tributario o la persona bajo cuya custodia se encontraran los mencionados lugares se opusiera a la entrada de los funcionarios de inspección, se precisará autorización escrita del delegado o del director de departamento del que dependa el órgano actuante, sin perjuicio de la adopción de las medidas cautelares que procedan.

Cuando en el ejercicio de las actuaciones inspectoras sea necesario entrar en el domicilio constitucionalmente protegido del obligado tributario, o efectuar registros en el mismo, la Administración tributaria deberá obtener el consentimiento de aquél o la oportuna autorización judicial.

En la entrada y reconocimiento judicialmente autorizados, los funcionarios de inspección podrán adoptar las medidas cautelares que estimen necesarias.

Una vez finalizada la entrada y reconocimiento, se comunicará al órgano jurisdiccional que las autorizaron las circunstancias, incidencias y resultados.

El problema que se plantea en la personación es la posible oposición del contribuyente o la persona que esté presente en estos lugares a facilitar la entrada y toma de información por parte de la Inspección.

Por ello, tal como se ha comentado, se pueden producir diversas situaciones:


	
—  Que expresamente se consiente el acceso y toma de información a la Inspección, en estos casos se documenta en diligencia que se ha advertido la posibilidad de negarse y que sin embargo se ha consentido dicha actuación.

	
—  Si no se consiente expresamente el acceso y toma de información hay que distinguir si se trata de un domicilio constitucionalmente protegido, si no lo es para realizar estas actuaciones hará falta autorización administrativa que se deberá entregar al contribuyente o persona que atienda a la Inspección.

	
—  Si no se consiente expresamente el acceso y toma de información y se trata de un domicilio constitucionalmente protegido hará falta autorización judicial que la habilite que se deberá entregar al contribuyente o persona que atienda a la Inspección.



En el caso de disponer y entregar la autorización administrativa o judicial pertinente, la Inspección estará facultada para entrar y tomar la información con transcendencia tributaria que sea procedente.

En caso de negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia o no facilitar el examen y copia de la información se estaría incurriendo en una infracción tributaria tipificada en el artículo 203 de la LGT con las siguientes consecuencias:


Artículo 203. Infracción tributaria por resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración tributaria.

1. Constituye infracción tributaria la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración tributaria.

Se entiende producida esta circunstancia cuando el sujeto infractor, debidamente notificado al efecto, haya realizado actuaciones tendentes a dilatar, entorpecer o impedir las actuaciones de la Administración tributaria en relación con el cumplimiento de sus obligaciones.

Entre otras, constituyen resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración tributaria las siguientes conductas:

a)  No facilitar el examen de documentos, informes, antecedentes, libros, registros, ficheros, facturas, justificantes y asientos de contabilidad principal o auxiliar, programas y archivos informáticos, sistemas operativos y de control y cualquier otro dato con trascendencia tributaria.

d)  Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en fincas o locales a los funcionarios de la Administración tributaria o el reconocimiento de locales, máquinas, instalaciones y explotaciones relacionados con las obligaciones tributarias.

e)  Las coacciones a los funcionarios de la Administración tributaria.

2. La infracción prevista en este artículo será grave.

5. Cuando la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación de la Administración tributaria se refiera a la aportación o al examen de documentos, libros, ficheros, facturas, justificantes y asientos de contabilidad principal o auxiliar, programas, sistemas operativos y de control o consista en el incumplimiento por personas o entidades que realicen actividades económicas del deber de comparecer, de facilitar la entrada o permanencia en fincas y locales o el reconocimiento de elementos o instalaciones, o del deber de aportar datos, informes o antecedentes con trascendencia tributaria de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 93 y 94 de esta ley, la sanción consistirá en:

c) Multa pecuniaria proporcional de hasta el dos por ciento de la cifra de negocios del sujeto infractor en el año natural anterior a aquél en que se produjo la infracción, con un mínimo de 10.000 euros y un máximo de 400.000 euros, cuando no se haya comparecido o no se haya facilitado la actuación administrativa o la información exigida en el plazo concedido en el tercer requerimiento notificado al efecto. Si el importe de las operaciones a que se refiere el requerimiento no atendido representa un porcentaje superior al 10, 25, 50 ó 75 por ciento del importe de las operaciones que debieron declararse, la sanción consistirá en multa pecuniaria proporcional del 0,5, uno, 1,5 y dos por ciento del importe de la cifra de negocios, respectivamente.



Si se produce la revocación del consentimiento del obligado tributario para la permanencia en los lugares en los que se estén desarrollando las actuaciones, los funcionarios de inspección, antes de la finalización de estas, podrán adoptar medidas cautelares debidamente motivadas para impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren las pruebas determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tributarias o que se niegue posteriormente su existencia o exhibición.

Las medidas cautelares podrán consistir, en su caso, en el precinto, depósito o incautación de las mercancías o productos sometidos a gravamen, así como de libros, registros, documentos, archivos, locales o equipos electrónicos de tratamiento de datos que puedan contener la información de que se trate.

Las medidas cautelares serán proporcionadas y limitadas temporalmente a los fines anteriores sin que puedan adoptarse aquellas que puedan producir un perjuicio de difícil o imposible reparación.

Las medidas adoptadas deberán ser ratificadas por el órgano competente para liquidar en el plazo de 15 días desde su adopción y se levantarán si desaparecen las circunstancias que las motivaron.

En el caso de inicio de actuaciones inspectoras por personación una medida cautelar habitual es el precinto de cajas de seguridad que el contribuyente disponga, en su caso, en alguna entidad financiera o compañía de seguridad. Posteriormente se procede a la apertura de la misma en presencia del contribuyente o representante del mismo y se recoge en diligencia el contenido de la misma.

3.3.  Obligación de atender a los órganos de inspección

Es importante determinar quién debe atender a la inspección ya que su desatención puede suponer una infracción tributaria o resistencia, obstrucción o negativa a la actuación inspectora.

Los obligados tributarios deben atender a los órganos de inspección y les prestarán la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones.

Tratándose de un grupo que tribute en el régimen de consolidación fiscal, en relación con el Impuesto sobre Sociedades, o en el régimen especial del grupo de entidades, en relación con el Impuesto sobre el Valor Añadido, deben atender a los órganos de inspección tanto la sociedad representante del grupo como las entidades dependientes.

El obligado tributario o su representante deben hallarse presentes en las actuaciones inspectoras cuando a juicio del órgano de inspección sea preciso para la adecuada práctica de aquellas.

Esto puede suceder cuando la Inspección solicita información al representante de la compañía y éste, reiteradamente, no la facilita o no puede facilitarla siendo información importante que en una comparecencia personal del contribuyente se puede cumplimentar de forma completa y fundamentada.

En los puertos, estaciones de ferrocarril y de los demás transportes terrestres, en los aeropuertos o en los mercados centrales, mataderos, lonjas y lugares de naturaleza análoga, se permitirá libremente la entrada del personal inspector a sus estaciones, muelles, oficinas y demás instalaciones para la toma de datos de facturaciones, entradas y salidas u otros similares, y se podrá requerir a los empleados para que ratifiquen los datos y antecedentes tomados.

Asimismo, el personal inspector está facultado para:


	
—  Recabar información de los trabajadores o empleados sobre cuestiones relativas a las actividades en que participen.

	
—  Realizar mediciones o tomar muestras, así como obtener fotografías, croquis o planos.

	
—  Recabar el dictamen de peritos. A tal fin, en los órganos con funciones de inspección podrá prestar sus servicios el personal facultativo.

	
—  Exigir la exhibición de objetos determinantes de la exacción de un tributo.

	
—  Verificar los sistemas de control interno de la empresa, cuando pueda facilitar la comprobación de la situación tributaria del obligado.

	
—  Verificar y analizar los sistemas y equipos informáticos mediante los que se lleve a cabo, total o parcialmente, la gestión de la actividad económica.



En todos estos casos se intenta conseguir que la Inspección obtenga evidencias o pruebas de la actividad y de las operaciones realizadas por la compañía.

4.  La prueba en el procedimiento de Inspección

Las actuaciones inspectoras tienen como objeto obtener pruebas para la constatación de los hechos declarados y la investigación de los no declarados.

Una vez obtenidas las pruebas se califican jurídicamente los hechos interpretando las normas aplicables al caso y reflejando las conclusiones en las actas, que sólo contienen una propuesta de liquidación.

Posteriormente a la firma de las actas, en caso de disconformidad el Inspector Regional dicta la liquidación y en caso de actas de conformidad salvo acuerdo del Inspector Regional modificando la propuesta u ordenando completar actuaciones, se entiende dictada la liquidación por el transcurso de un mes desde la fecha de la firma.

En este apartado se analizan las pruebas obtenidas en el proceso inspector y su valoración.

4.1.  Definición y delimitación de la prueba

La prueba en el ámbito tributario se contiene en la LGT, arts. 105 a 108.

Estos artículos sólo regulan las especialidades de la prueba en materia tributaria, remitiendo en lo demás al Código Civil (arts. 1.216 a 1.230) y la Ley de Enjuiciamiento Civil, LEC (arts. 229 a 390) para los medios y valoración de pruebas.

La prueba consiste en acreditar la certeza (positiva o negativa) de un hecho por medios idóneos para demostrar su existencia o inexistencia, con el fin de lograr la convicción del órgano encargado de juzgar una controversia.

Hay una serie de hechos que están excluidos de la actividad probatoria tales como los hechos admitidos o reconocidos, los notorios o de general conocimiento y los probados en resolución judicial firme que la Inspección debe admitir como ciertos.

En relación a las resoluciones judiciales hay que precisar que en un Auto de sobreseimiento en el que se señala únicamente que no hay suficientes pruebas para considerar que los hechos son constitutivos de delito, la RTEAC de 28-02-2008 señala que esta circunstancia no impide que se pueda haber cometido un ilícito administrativo o un incumplimiento de las normas tributarias. Al no contener el auto una relación de hechos probados, debe entenderse que la Administración puede determinar los hechos utilizando los medios de prueba de que disponga.

Las pruebas han de ser lícitas, por tanto, las pruebas obtenidas ilícitamente no pueden tener ninguna validez como prueba.

Se consideran pruebas ilícitas las obtenidas violentando los derechos y libertades fundamentales.

Supuestos del procedimiento inspector en los que han surgido según la jurisprudencia pruebas ilícitas son, por ejemplo pruebas obtenidas en entradas en domicilios en los que se ha anulado el Auto de entrada y las pruebas aportadas en una denuncia pública obtenidas ilícitamente por el denunciante.

4.2.  La carga de la prueba

La regla de la carga de la prueba determina que parte ha de aportar la prueba y sufrir, en su caso, las consecuencias de la falta de prueba.

La jurisprudencia sienta como regla general que cada parte debe soportar la carga de probar aquellos hechos que le son favorables a los efectos de la aplicación de la norma y cuya aplicación pretende.

La carga de la prueba de unos hechos incumbe a quien los afirma, no a quien los niega.

La aplicación de la regla de la carga de la prueba debe tener en cuenta los criterios de proporcionalidad y facilidad probatoria:


	
—  Criterio de proporcionalidad: Supone que la carga de la prueba no debe implicar la exigencia de superar obstáculos insalvables, ni cabe exigir esfuerzos probatorios desproporcionados o que conduzcan a la imposibilidad práctica de su obtención. No se puede imponer una «probatio diabólica», circunstancia que se puede producir frecuentemente tratándose de hechos negativos (salvo que puedan deducirse de otros hechos positivos). La proporcionalidad es un principio básico, y se recoge expresamente en el art. 3.2 LGT.

	
—  Criterio de facilidad probatoria: Este criterio se recoge expresamente en el art. 217.6 LEC. Supone que la exigibilidad de la carga de la prueba debe tener en consideración su «practicabilidad», dependiendo de lo que pueda ser razonablemente exigible a las partes en cada caso concreto. Por tanto, se debe atribuir a cada parte la carga de la prueba que suele estar más próxima y asequible a ella.



En ámbito tributario el art. 105.1 de la LGT se asumen las reglas de la carga de la prueba prescribiendo que quien haga valer su derecho deberá probar los hechos constitutivos del mismo.

No obstante, el procedimiento inspector, se encuentra influido también por el principio de investigación de oficio. Por ello, la Inspección tributaria debería desarrollar las actuaciones de investigación de oficio necesarias para intentar descubrir la verdad material, independientemente de que la carga objetiva de la prueba recaiga sobre el obligado tributario. Solamente si tras dicha investigación no quedan probados los hechos, corresponderá aplicar las reglas de la carga de la prueba que correspondan.

En cambio, en los procedimientos sancionadores hay especialidades debidas a la aplicación del principio de presunción de inocencia y de la regla «in dubio pro reo», por lo que siempre corresponde a la Administración tributaria demostrar la comisión del hecho o conducta tipificada como infracción y la concurrencia de la culpabilidad.

4.3.  Los medios de prueba admisibles en derecho

En los procedimientos tributarios serán de aplicación las normas que sobre medios de prueba establece la LEC, salvo que la ley establezca otra cosa (art. 106.1 LGT).

El art. 105.2 LGT dispone que:

«Los obligados tributarios cumplirán su deber de probar si designan de modo concreto los elementos de prueba en poder de la Administración tributaria».


El art. 80.1 LRJPAC dispone que «Los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán acreditarse por cualquier medio de prueba admisible en derecho». Y de forma más concreta, el art. 106.1 LGT establece que en los procedimientos tributarios serán de aplicación las normas que sobre medios de prueba establece la LEC, salvo que la ley establezca otra cosa.

Por tanto, la normativa administrativa y tributaria remite con carácter general a la LEC que en su art. 299 dispone que:


«Los medios de prueba de que se podrá hacer uso en juicio son:

1º. Interrogatorio de las partes.

2º. Documentos públicos.

3º. Documentos privados.

4º. Dictamen de peritos.

5º. Reconocimiento judicial.

6º. Interrogatorio de testigos.

También se admitirán, conforme a lo dispuesto en esta Ley, los medios de reproducción de la palabra, el sonido y la imagen, así como los instrumentos que permiten archivar y conocer o reproducir la palabra, datos, cifras y operaciones matemáticas llevadas a cabo con fines contables o de otra clase, relevantes para el proceso.

Cuando por cualquier otro medio no expresamente previsto en los apartados anteriores de este artículo pudiera obtenerse certeza sobre hechos relevantes, el tribunal, a instancia de parte, lo admitirá como prueba, adoptando las medidas que en cada caso resulten necesarias».



Se trata de una relación no tasada de medios de prueba, ya que el art. 229.3 LEC dispone que, además de los medios de prueba expresamente previstos, se admite cualquier otro medio del que pudiera obtenerse certeza sobre los hechos relevantes.

4.4.  Momento de aportación de las pruebas

En el procedimiento inspector, una vez realizado el trámite de audiencia o, en su caso, el de alegaciones el obligado tributario no puede incorporar al expediente más pruebas y justificantes, salvo que demuestre la imposibilidad de aportarlo antes de la finalización de dicho trámite y lo aporte antes de dictarse la resolución (art. 96.4 RGAT).

4.5.  Valoración de la prueba

La LEC sigue el sistema de libre y conjunta apreciación de la prueba, aunque contiene algunos casos concretos de prueba tasada.

El principio de libre valoración de la prueba viene unido y reforzado por el principio de apreciación conjunta de las pruebas practicadas conforme a las reglas de la «sana crítica», que es su obligada consecuencia.

La jurisprudencia declara que el criterio de la apreciación conjunta de la prueba impide dar prevalencia a un medio de prueba concreto sobre los demás, y supone que cada prueba se valora en función de todas las demás.

4.6.  Especialidades de la valoración de la prueba en materia tributaria

Tal como se ha comentado, el art. 106.1 LGT establece que en los procedimientos tributarios serán de aplicación las normas que sobre valoración de prueba establece la LEC, salvo que la ley establezca otra cosa.

La LGT establece las siguientes especialidades en materia tributaria de la valoración de la prueba:


	
—  Requisitos formales de deducibilidad (art. 106.2 LGT).

	
—  Justificación prioritariamente mediante factura de los gastos y deducciones (art. 106.3 LGT).

	
—  Compensación o deducción de cantidades procedentes de ejercicios prescritos (art. 106.4 LGT).

	
—  Valor probatorio de las diligencias y actas de inspección (arts. 107 y 144 LGT).

	
—  Presunciones en materia tributaria (art. 108 LGT).



4.7.  Los documentos públicos

En el Derecho tributario, la prueba documental ostenta preponderancia respecto de los demás medios de prueba.

Por otra parte, la forma normal de exteriorización de las actuaciones en el Derecho administrativo y tributario es la forma escrita, para que quede constancia en el expediente que se instruye, de forma que las manifestaciones verbales del contribuyente se recogen de forma escrita (por ejemplo, diligencias).

El Código Civil y la LEC distinguen los documentos, atendiendo a su autenticidad y al alcance de su fuerza probatoria, en dos tipos: Los documentos públicos y los documentos privados.

Los documentos públicos son los autorizados por Notario o empleado público competente, con las solemnidades requeridas por la Ley.

Dentro de los documentos públicos se distinguen, pues, entre los documentos judiciales, los documentos notariales, las certificaciones registrales y los documentos públicos administrativos.

Los documentos extranjeros se consideran públicos cuando lo dispongan los tratados internacionales o las leyes, y en particular cuando cumplan los requisitos exigidos en el país de origen y cuenten con la legalización correspondiente en España.

Los documentos públicos hacen prueba, aún contra tercero, del hecho que motiva su otorgamiento y de la fecha de éste, y contra los contratantes en cuanto a las declaraciones que en ellos hubiesen hecho los primeros

La jurisprudencia precisa que los documentos públicos no tienen un valor superior o preferente a los demás medios de prueba y por sí solo no basta para enervar una valoración probatoria conjunta, vinculando al juez sólo respecto del hecho de su otorgamiento y su fecha.

Sólo pueden garantizar que las manifestaciones en él contenidas han sido realmente hechas por las partes pero no garantiza su veracidad intrínseca, y que se puede demostrar su falsedad o errores en los que incurren.

Por otra parte, el art. 1.219 del Código Civil establece que las escrituras hechas para desvirtuar otra anterior, sólo producirán efecto contra tercero cuando el contenido de aquéllas hubiese sido anotado en el Registro Público competente o al margen de la escritura matriz y del traslado o copia, en cuya virtud hubiera procedido el tercero.

Y el art. 1.230 CC establece que «Los documentos privados hechos para alterar lo pactado en escritura pública, no producen efectos contra terceros».

4.8.  Valoración de las diligencias y actas de inspección

Las actas y diligencias hacen prueba de los hechos reconocidos por el interesado en las mismas y a su fecha.

Las interpretaciones y la aplicación de las normas jurídicas efectuadas en las actas, aunque sean de conformidad, son impugnables.

La STS de 22-01-1993 declara que:

el contribuyente no puede rechazar los hechos admitidos en el acta de conformidad —porque hacerlo sería atentar contra el principio de que nadie puede ir contra los actos propios— a no ser que pruebe que incurrió en notorio error de hecho, pero que el acta de conformidad es atacable por el contribuyente en todo lo relativo a la interpretación y aplicación de normas jurídicas.


La STS de 1-04-1996 señala que:

las actas de inspección —y las diligencias— son medios de prueba, que tiene carácter de documentos públicos, que pueden servir para destruir la presunción de inocencia, que su valor y eficacia ha de medirse a la luz del principio de la libre valoración de la prueba, y que sólo puede referirse a los hechos comprobados directamente por el funcionario, quedando fuera de su alcance las calificaciones jurídicas.


4.9.  Los documentos privados

Los documentos privados son aquellos documentos que extienden las partes sin la intervención de un funcionario público que los autorice por razón de su cargo.

La incorporación de documentos al procedimiento puede efectuarse por el obligado tributario, en cualquier momento de la instrucción anterior al trámite de audiencia o, en su caso, de alegaciones.

Asimismo, pueden ser incorporados por el órgano instructor, que los haya solicitado al obligado tributario o a terceros

El valor probatorio de los documentos privados depende de que se acredite su autenticidad, ya sea por ser reconocido o por acreditar su autoría por algún otro medio de prueba.

El documento privado se considerará auténtico en caso de reconocimiento o acreditación por algún otro medio de prueba admitido en Derecho.

En cualquier caso, la falta de reconocimiento de un documento privado no le priva de todo valor, por lo que se puede tomar en consideración, ponderando su grado de credibilidad.

El documento privado reconocido tiene el mismo valor que la escritura pública entre los que lo hubiesen suscrito.

4.10.  Valoración de la contabilidad

La LEC incluye los libros de los comerciantes en la sección 3ª del Capítulo VI del Libro II, que se titula «de los documentos privados».

Según la STS de 30/06/1976, La contabilidad se trata de un documento privado porque se elabora por los empresarios que no son funcionarios ni fedatarios públicos.

De acuerdo con los arts. 327 LEC y 31 del CCom, el valor probatorio de los libros de los empresarios y demás documentos contables es apreciado por los Tribunales conforme a las reglas generales del Derecho.

La contabilidad y libros y documentos auxiliares de los comerciantes hacen prueba contra su autor, aunque excepcionalmente pueden hacer prueba a favor de su autor, apreciándose de acuerdo con las reglas de la sana crítica.

Los libros de contabilidad sólo prueban la existencia del asiento y no la del hecho al que éste se refiere, cabe entender que el asiento es asimilable a la confesión o declaración extrajudicial, de forma que hace prueba contra el autor salvo que se demuestre que se ha incurrido en un error de hecho. Por consiguiente, el valor probatorio de la contabilidad es el propio de la confesión extrajudicial o declaración de las partes, haciendo prueba contra su autor.

El posible efecto favorable de la contabilidad se daría especialmente en el caso de la prueba de hechos negativos, dada su dificultad probatoria que haría que su prueba fuera prácticamente imposible en otro caso.

El art. 27 del CCom establece la obligación de la legalización de los libros obligatorios, pero su incumplimiento no reduce la fuerza probatoria de la contabilidad en aquello que perjudique al obligado tributario.

4.11.  Valoración de las facturas

La normativa tributaria establece la obligación de expedir, entregar y conservar facturas. Tanto las facturas emitidas en papel, pueden como expedidas de forma electrónica en determinadas circunstancias, conservan a efectos fiscales su carácter de documento justificativo de los gastos y deducciones.

Justificación de los gastos y deducciones prioritariamente mediante factura (art. 106.3 LGT):

La factura no es una como forma tasada o restringida de prueba, ya que sólo dispone que los empresarios y profesionales deben justificar sus gastos y deducciones prioritariamente mediante factura completa, sin excluir la posibilidad de utilizar otros medios de prueba.


Por tanto, se pueden probar las operaciones por otros medios de prueba distinto de la factura completa, pero la mera existencia de una factura completa no impide que la Administración tributaria pueda solicitar que se demuestre la efectividad de la operación por otros medios de prueba, por lo que la falta de acreditación de la efectividad o de la cuantía de la operación puede suponer que no se considere acreditada la operación que figura facturada.

Lo habitual es que el incumplimiento de los requisitos formales referentes a una operación real sólo determine la imposición de una sanción por una infracción formal. Pero en determinados casos la norma puede establecer que el incumplimiento de los requisitos formales afecte a la deducibilidad en tanto no se cumplan esos requisitos, por ejemplo, mientras no se disponga de la factura correspondiente o se registre las operaciones en los libros correspondientes. A este respecto, el art. 106.2 LGT dispone que:

«La ley propia de cada tributo podrá exigir requisitos formales de deducibilidad para determinadas operaciones que tengan relevancia para la cuantificación de la obligación tributaria».


Este sería el caso del IVA que exige estrictas obligaciones formales, para la deducibilidad de las cuotas soportadas. En cambio, en otros impuestos, como el IRPF y el IS un gasto justificado por otro medio de prueba sería deducible.

4.12.  Valoración de las fotocopias

Las fotocopias autentificadas, sea porque las reconoce la parte afectada (por ejemplo, en diligencia) o por que se hayan cotejado con el original, tienen validez y eficacia probatoria. Respecto a las fotocopias no autentificadas, no se les niega todo valor ya que pueden ser valoradas de acuerdo con las reglas de la sana crítica.

En cualquier caso, la Administración tributaria tiene la potestad de requerir al obligado tributario la aportación de documentos originales, cuando haya aportado fotocopias de documentos que no obren en poder de la Administración y se considere necesario cotejarlas a efectos de prueba.

4.13.  La declaración de las partes. Diligencia y declaraciones tributarias

La declaración de las partes consiste en la manifestación efectuada por una persona en la que se reconoce como verdadero un hecho susceptible de producir contra ella consecuencias jurídicas.

Las manifestaciones del obligado tributario, o su representante en un procedimiento inspector se recogen en diligencia.

La declaración de las partes ha de referirse exclusivamente a hechos, no a valoraciones ni a calificaciones jurídicas de los mismos y, por tanto, no se proyecta sobre derechos ni sobre situaciones jurídicas.

Se considera cierto un hecho reconocido por el interesado cuando no contradice el resultado de las demás pruebas, el declarante intervino personalmente y su fijación como cierto le resulte perjudicial.

El efecto de la confesión no se extiende a la aplicación e interpretación de las correspondientes normas legales.

La falta de respuesta del obligado tributario o las respuestas evasivas es un dato a considerar por el órgano decisor de acuerdo con las reglas de la sana crítica.

El párrafo 1 del art. 108.4 de la LGT dispone que:

«Los datos y elementos de hecho consignados en las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones y demás documentos presentados por los obligados tributarios se presumen ciertos para ellos y sólo podrán rectificarse por los mismos mediante prueba en contrario».


En cualquier caso, incumbe al contribuyente la prueba de los hechos que le favorecen, sin que baste su mera declaración.

Por tanto, nada impide que la Administración tributaria pueda acudir a datos consignados por el obligado tributario en sus declaraciones, aunque haya prescrito la acción de la Administración para comprobar dicho ejercicio (por ejemplo, RTEAC de 1-12-1992).

Nota: El Tribunal Supremo, en sentencia de 1-4-2019, dictamina que la solicitud de rectificación de una autoliquidación solicitada por el contribuyente una vez iniciado un procedimiento inspector debe ser tenida en cuenta por la Administración, que deberá dar respuesta motivada a la procedencia o no de la misma antes de adoptar la decisión correspondiente en el seno de tal procedimiento de comprobación e inspección.

Sin embargo, tal petición no implica que la Administración deba estar indefectiblemente a los datos «rectificados» por el contribuyente, ni que, por tanto, deba descartar los valores que se tuvieron en cuenta al presentar la correspondiente autoliquidación y sustituirlos por los derivados de la solicitud de rectificación, pues la actividad exigible a la Administración en este caso es responder a la procedencia de la rectificación a tenor de las alegaciones formuladas por el interesado.

4.14.  Valoración de las actas de conformidad

Las actas de conformidad incluyen la mención a:

«La conformidad o disconformidad del obligado tributario con la regularización y con la propuesta de liquidación», y en las diligencias «deberá figurar la conformidad o no con los hechos y circunstancias que se hacen constar».


Consecuentemente con esta naturaleza, los arts. 107.2 y 144.2 LGT disponen que los hechos aceptados por los obligados tributarios en diligencias y actas se presumen ciertos y sólo pueden rectificarse por éstos mediante prueba de que incurrieron en error de hecho.

Por tanto, la presunción de certeza de la conformidad sólo afecta a los hechos, no a las valoraciones e interpretaciones jurídicas.

4.15.  La prueba de testigos

La prueba testifical o interrogatorio de testigos se refiere a la declaración prestada por personas que no son parte en el proceso o procedimiento sobre hechos que han presenciado y que son objeto de controversia.

Los obligados tributarios requeridos deben atender a la Administración tributaria personalmente o por medio de representante, y sus manifestaciones relevantes se recogerán en diligencia.

No existe obstáculo para que la Inspección pueda excepcionalmente utilizar el careo entre el obligado tributario y un tercero.

Respecto a la valoración de las declaraciones de testigos, el art. 376 LEC prescribe que:

Los tribunales valorarán la fuerza probatoria de las declaraciones de los testigos conforme a las reglas de la sana crítica, tomando en consideración la razón de ciencia que hubieren dado, las circunstancias que en ellos concurran y, en su caso, las tachas formuladas y los resultados de las pruebas que sobre éstas se hubiere practicado.


Conviene advertir que en la mayor parte de los casos los órganos de la Inspección, junto a la declaración del requerido suelen solicitar la aportación de la documentación justificativa que puedan disponer (facturas, contratos, justificantes de medios de pago, etc.), por ello la prueba testifical suele ir acompañada de una o varias pruebas documentales.

Las declaraciones testificales pueden haber sido aportadas al procedimiento por la Administración tributaria o por el obligado tributario:


	
—  Prueba testifical aportada por el interesado: en ocasiones, la imparcialidad y fiabilidad de los testigos aportados por el obligado tributario puede ser puesta en cuestión, al tratarse de familiares, empleados, o personas con interés personal en el asunto. El hecho de que estas manifestaciones se realicen por medio de acta notarial no les da mayor fuerza probatoria.

	
—  Prueba testifical alegada por la Administración tributaria: las declaraciones testificales (especialmente si se encuentran apoyadas con contratos privados, extractos bancarios, etc.) pueden servir para desvirtuar el precio establecido en una escritura pública.



4.16.  Valoración de los datos de las declaraciones informativas de terceros

En las declaraciones informativas (Modelos 347, 340, SII, 190, 193, 196, etc.) el obligado tributario suministra automáticamente a la administración tributaria información con trascendencia tributaria de operaciones económicas o financieras realizadas con terceros. Esta información con trascendencia para terceros puede considerarse que tiene carácter testifical.

A este respecto, el párrafo 2 del art. 108.4 LGT dispone que:

Los datos incluidos en declaraciones o contestaciones a requerimientos en cumplimiento de la obligación de suministro de información recogida en los artículos 93 y 94 de esta ley que vayan a ser utilizados en la regularización de la situación tributaria de otros obligados se presumen ciertos, pero deberán ser contrastados de acuerdo con lo dispuesto en esta sección cuando el obligado tributario alegue la inexactitud o falsedad de los mismos. Para ello podrá exigirse al declarante que ratifique y aporte prueba de los datos relativos a terceros incluidos en las declaraciones presentadas.


En definitiva, los datos incluidos en declaraciones o contestaciones a los requerimientos de información, en la medida en que vayan a ser utilizados para la regularización de la situación tributaria de terceros, aunque se presumen ciertos, deberán ser contrastados cuando el tercero afectado alegue la inexactitud o falsedad de los mismos.

La Resolución del TEAC de 8-04-1987 admite la plena validez de la liquidación tributaria girada a un obligado tributario sobre la base de los datos obtenidos de terceros, sin que ello suponga indefensión, siempre que al obligado tributario se le dé la oportunidad de alegar lo que estime conveniente en defensa de su derecho, para poder desvirtuar, en su caso, los datos que obren en poder de la Administración.

4.17.  Concepto y regulación de la prueba pericial

La prueba pericial o dictamen de peritos consiste en la declaración de personas expertas o técnicas acerca de aquellas cuestiones de hecho relevantes en el asunto y cuya apreciación o valoración requiera conocimientos especializados, ya sean científicos, técnicos, artísticos o prácticos. Lo propio de los peritos es suministrar máximas de la experiencia o reglas generales fácticas, lo que les diferencia de los testigos, que aportan concretos hechos históricos.

La prueba pericial se regula en los arts. 335 a 352 LEC.

Los requisitos o condiciones de admisibilidad de la prueba pericial, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 335 LEC, son las siguientes:


	
—  Que esos hechos sean relevantes en el asunto, porque de otro modo sería impertinente su prueba.

	
—  Que para conocer o apreciar los hechos de que se trate, sean necesarios o, al menos, convenientes conocimientos científicos, artísticos, técnicos o prácticos.

	
—  Que verse sobre puntos de hecho, ya que los de derecho son de la competencia del juez.

	
—  Peritajes aportados por el obligado tributario: Las normas sobre procedimiento administrativo reconocen a los interesados la posibilidad de presentar documentos y pruebas en cualquier momento de la instrucción anterior al trámite de audiencia o, en su caso, de alegaciones.

	
—  Peritajes aportados por la Administración: La Administración cuenta con amplia libertad para introducir dictámenes de sus propios técnicos en el procedimiento administrativo. Asimismo, pueden solicitar dictámenes de otros órganos administrativos o de técnicos ajenos a la estructura administrativa. En concreto, el art. 173.5.c RGAT señala que la Inspección está facultada para recabar el dictamen de peritos.



Entre los principales supuestos de peritaje en los procedimientos tributarios se pueden destacar especialmente las valoraciones de bienes. Otro supuesto menos habitual es la solicitud de peritajes caligráficos.

El dictamen pericial aportado por la Administración debe ponerse en conocimiento del obligado tributario en el trámite de audiencia y, en su caso, en el de alegaciones.

La valoración de la prueba pericial se efectúa de acuerdo con las reglas de la sana crítica.

4.18.  El reconocimiento o inspección personal

El reconocimiento es el medio de prueba consistente en la inspección ocular o «in situ» del objeto probatorio realizada directa y personalmente por el funcionario instructor del procedimiento.

La práctica de esta prueba supone normalmente el desplazamiento al lugar en el que se encuentra la prueba a examinar. El resultado del reconocimiento debe formalizarse en diligencias.

Nada dice la LEC en relación a cómo se valora este medio de prueba. Por lo tanto, el resultado de esta prueba se valorará libremente por el órgano decisor con arreglo a las reglas de la sana crítica.

4.19.  Pruebas en soportes físicos de imagen y sonido y soportes informáticos

Estos medios de prueba, que se contemplan en el art. 299.2 LEC, son también admisibles en el ámbito tributario.

Se admite la validez y eficacia de estos documentos emitidos por medios electrónicos, informáticos o telemáticos por la Administración, pero condicionado a que se garantice su autenticidad, integridad y conservación.

La Inspección puede examinar bases de datos informatizadas, programas, registros y archivo informáticos relativos a la actividad económica (art. 142.1 LGT).

La valoración se efectuará libremente por el órgano decisor de acuerdo con las reglas de la sana crítica. Para esta crítica se debe considerar la autenticidad e integridad, que pueden demostrarse, en su caso, a través de las pruebas que resulten oportunas.

Este sería el caso de copia de registros informáticos del obligado tributario obtenidos en un inicio de actuaciones inspectoras por personación en lo que se realiza la «huella digital» de la información copiada para garantizar su fiabilidad e integridad y que no ha sido manipulada posteriormente por parte de la Inspección.

4.20.  Las presunciones

La presunción se fundamenta en un hecho cierto (hecho base) para deducir del otro distinto (hecho presunto) de más difícil acreditación. El hecho base debe quedar acreditado por cualquier otro medio de prueba, por ello, el art. 108.2 LGT lo denomina hecho demostrado. La demostración del hecho base, como señalan los arts. 385.1 y 386.1 LEC, puede quedar establecida por admisión o prueba.

La presunción no es propiamente un medio de prueba, sino un mecanismo para la fijación de los hechos relacionados con la prueba, que facilitan el acceso a la prueba a una de las partes.

Las presunciones legales son aquellas que se establecen por una norma legal, y se regulan en los arts. 385 LEC y 108.1 LGT. El art. 108.1 LGT dispone:

«Las presunciones establecidas por las normas tributarias pueden destruirse mediante prueba en contrario, excepto en los casos en que una norma con rango de ley expresamente lo prohíba».


Según su efecto, las presunciones legales se pueden clasificar en dos tipos: las presunciones absolutas y las presunciones relativas.


	
—  Presunciones absolutas o «iuris et de iure»: Son las que la ley establece expresamente que no admiten prueba en contrario.

	
—  Presunciones relativas o «iuris tantum»: Son las que admiten prueba en contrario.



Salvo que se disponga expresamente lo contrario, las presunciones legales han de entenderse «iuris tantum» (arts. 385.3 LEC y 108.1 LGT).

5.  Lugar de las actuaciones inspectoras

Las actuaciones inspectoras podrán desarrollarse indistintamente, según determine la inspección:


	
—  En el lugar donde el obligado tributario tenga su domicilio fiscal, o en aquel donde su representante tenga su domicilio, despacho u oficina.

	
—  En el lugar donde se realicen total o parcialmente las actividades gravadas.

	
—  En el lugar donde exista alguna prueba, al menos parcial, del hecho imponible o del presupuesto de hecho de la obligación tributaria.

	
—  En las oficinas de la Administración tributaria, cuando los elementos sobre los que hayan de realizarse las actuaciones puedan ser examinados en ellas.



Las actuaciones relativas al examen de documentos, libros, contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, justificantes, correspondencia con transcendencia tributaria, bases de datos informatizadas, programas, registros y archivos informáticos relativos a actividades económicas, así como mediante la inspección de bienes, elementos, explotaciones y cualquier otro antecedente o información que deba de facilitarse a la Administración o que sea necesario para la exigencia de las obligaciones tributarias deberán practicarse en el lugar donde legalmente deban hallarse los libros de contabilidad o documentos, con las siguientes excepciones:


	
—  Cuando exista previa conformidad del obligado tributario, que se hará constar en diligencia, podrán examinarse en las oficinas de la Administración tributaria o en cualquier otro lugar en el que así se acuerde.

	
—  Cuando se hubieran obtenido copias en cualquier soporte de los libros y documentos, podrán examinarse en las oficinas de la Administración tributaria.

	
—  Cuando se trate de registros y documentos establecidos por normas de carácter tributario o de los justificantes exigidos por estas, se podrá requerir su presentación en las oficinas de la Administración tributaria para su examen.

	
—  Cuando las actuaciones de inspección no tengan relación con el desarrollo de una actividad económica, se podrá requerir la presentación en las oficinas de la Administración tributaria correspondiente de los documentos y justificantes necesarios para la debida comprobación de su situación tributaria, siempre que estén establecidos o sean exigidos por normas de carácter tributario o se trate de justificantes necesarios para probar los hechos o las circunstancias consignados en las declaraciones tributarias.



Los órganos de inspección en cuyo ámbito de competencia territorial se encuentre el domicilio fiscal del obligado tributario podrán examinar todos los libros, documentos o justificantes que deban ser aportados, aunque se refieran a bienes, derechos o actividades que radiquen, aparezcan o se desarrollen en un ámbito territorial distinto.

6.  Documentación del resultado de las actuaciones inspectoras

Las actuaciones inspectoras se documentarán en comunicaciones, diligencias, informes, actas y demás documentos en los que se incluyan actos de liquidación y otros acuerdos resolutorios.

6.1.  Actas de inspección

Las actas son los documentos públicos que extiende la inspección de los tributos con el fin de recoger el resultado de las actuaciones inspectoras de comprobación e investigación, proponiendo la regularización que estime procedente de la situación tributaria del obligado o declarando correcta la misma.

En las actas de inspección, se consignará, lo siguiente:


	
—  El lugar y fecha de su formalización.

	
—  El nombre y apellidos o razón social completa, el número de identificación fiscal y el domicilio fiscal del obligado tributario, así como el nombre, apellidos y número de identificación fiscal de la persona con la que se entienden las actuaciones y el carácter o representación con que interviene en las mismas.

	
—  Los elementos esenciales del hecho imponible o presupuesto de hecho de la obligación tributaria y de su atribución al obligado tributario, así como los fundamentos de derecho en que se base la regularización.

	
—  En su caso, la regularización de la situación tributaria del obligado y la propuesta de liquidación que proceda.

	
—  La conformidad o disconformidad del obligado tributario con la regularización y con la propuesta de liquidación.

	
—  Los trámites del procedimiento posteriores al acta y, cuando ésta sea con acuerdo o de conformidad, los recursos que procedan contra el acto de liquidación derivado del acta, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos.

	
—  La existencia o inexistencia, en opinión del actuario, de indicios de la comisión de infracciones tributarias.



Además de las menciones anteriores se consignará lo siguiente:


	
—  Nombre y apellidos de los funcionarios que las suscriban.

	
—  La fecha de inicio de las actuaciones, el plazo del procedimiento y las circunstancias que afectan a su cómputo.

	
—  La presentación o no de alegaciones por el obligado tributario durante el procedimiento o en el trámite de audiencia y, en el caso de que las hubiera efectuado, la valoración jurídica de las mismas por el funcionario que suscribe el acta.



No obstante, cuando se suscriba un acta de disconformidad, la valoración de las alegaciones presentadas podrá incluirse en el informe del actuario en el que se expongan los fundamentos de derecho en que se base la propuesta de regularización.

El carácter provisional o definitivo de la liquidación que derive del acta. En el caso de liquidación provisional se harán constar las circunstancias que determinan dicho carácter y los elementos de la obligación tributaria a que se haya extendido la comprobación.

En el caso de actas con acuerdo deberá hacerse constar:


	
—  El fundamento de la aplicación, estimación, valoración o medición realizada.

	
—  Los elementos de hecho, fundamentos jurídicos y cuantificación de la propuesta de regularización.

	
—  Los elementos de hecho, fundamentos jurídicos y cuantificación de la propuesta de sanción que en su caso proceda, a la que será de aplicación la por conformidad a la propuesta, así como la renuncia a la tramitación separada del procedimiento sancionador.

	
—  Manifestación expresa de la conformidad del obligado tributario con la totalidad del contenido a que se refieren los párrafos anteriores.

	
—  Además de los puntos anteriores se deberá indicar, la fecha en que el órgano competente ha otorgado la preceptiva autorización y los datos identificativos del depósito o de la garantía constituidos por el obligado tributario.



Cuando el obligado tributario esté sujeto a obligaciones contables y registrales en relación con la obligación tributaria y período comprobado, deberá hacerse constar en el acta la situación de los libros o registros obligatorios, con expresión, en su caso, de los defectos o anomalías que tengan trascendencia para la resolución del procedimiento o para determinar la existencia o calificación de infracciones tributarias.

En relación con cada obligación tributaria podrá extenderse una única acta respecto de todo el ámbito temporal objeto de la comprobación a fin de que la deuda resultante se determine mediante la suma algebraica de las liquidaciones referidas a los distintos periodos comprobados.

7.  Procedimiento de inspección

7.1.  Iniciación de oficio del procedimiento de inspección

El procedimiento de inspección podrá iniciarse mediante comunicación notificada al obligado tributario para que se persone en el lugar, día y hora que se le señale y tenga a disposición de los órganos de inspección o aporte la documentación y demás elementos que se estimen necesarios.

La iniciación de oficio de las actuaciones y procedimientos requerirá acuerdo del órgano competente para su inicio, orden de carga en plan de Inspección firmada normalmente de forma electrónica, por propia iniciativa, como consecuencia de orden superior o a petición razonada de otros órganos.

La iniciación del procedimiento se realizará mediante comunicación que deberá ser notificada al obligado tributario, en su caso mediante envío a la dirección de buzón electrónico del obligado tributario o en su caso de su representante, o mediante personación.

La comunicación de inicio contendrá, cuando proceda, mención expresa, al menos, de los siguientes datos:


	
—  Lugar y fecha de su expedición.

	
—  Nombre y apellidos o razón social o denominación completa y número de identificación fiscal de la persona o entidad a la que se dirige.

	
—  Lugar al que se dirige.

	
—  Hechos o circunstancias que se comunican o contenido del requerimiento que se realiza mediante la comunicación.

	
—  Órgano que la expide y nombre y apellidos y firma de la persona que la emite.



Así como lo siguiente:


	
—  Procedimiento que se inicia.

	
—  Objeto del procedimiento con indicación expresa de las obligaciones tributarias o elementos de las mismas y, en su caso, períodos impositivos o de liquidación o ámbito temporal.

	
—  Requerimiento que, en su caso, se formula al obligado tributario y plazo que se concede para su contestación o cumplimiento.

	
—  Efecto interruptivo del plazo legal de prescripción.

	
—  En su caso, la propuesta de resolución o de liquidación cuando la Administración cuente con la información necesaria para ello.

	
—  En su caso, la indicación de la finalización de otro procedimiento de aplicación de los tributos, cuando dicha finalización se derive de la comunicación de inicio del procedimiento que se notifica.



Salvo en los supuestos de iniciación mediante personación, se concederá al obligado tributario un plazo no inferior a 10 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la comunicación de inicio, para que comparezca, aporte la documentación requerida y la que considere conveniente, o efectúe cuantas alegaciones tenga por oportunas.

Las declaraciones o autoliquidaciones tributarias que presente el obligado tributario una vez iniciadas las actuaciones o procedimientos, en relación con las obligaciones tributarias y períodos objeto de la actuación o procedimiento, en ningún caso iniciarán un procedimiento de devolución ni producirán la aplicación de recargos por declaración extemporánea sin requerimiento previo ni eximirán de incurrir en responsabilidad por las infracciones tributarias que se hubieran podido incurrir sin perjuicio de que en la liquidación que, en su caso, se practique se pueda tener en cuenta la información contenida en dichas declaraciones o autoliquidaciones.

Asimismo, los ingresos efectuados por el obligado tributario con posterioridad al inicio de las actuaciones o procedimientos, en relación con las obligaciones tributarias y períodos objeto del procedimiento, tendrán carácter de ingresos a cuenta sobre el importe de la liquidación que, en su caso, se practique, sin que esta circunstancia impida la apreciación de las infracciones tributarias que puedan corresponder. En este caso, no se devengarán intereses de demora sobre la cantidad ingresada desde el día siguiente a aquel en que se realizó el ingreso.

Tal como ya se ha apuntado anteriormente, cuando se estime conveniente para la adecuada práctica de las actuaciones, el procedimiento de inspección podrá iniciarse sin previa comunicación mediante personación en la empresa, oficinas, dependencias, instalaciones, centros de trabajo o almacenes del obligado tributario o donde exista alguna prueba de la obligación tributaria, aunque sea parcial. En este caso, las actuaciones se entenderán con el obligado tributario si estuviese presente y, de no estarlo, con los encargados o responsables de tales lugares.

7.2.  Extensión y alcance de las actuaciones del procedimiento de inspección

Las actuaciones del procedimiento inspector se extenderán a una o varias obligaciones, por ejemplo impuesto sobre sociedades pero no IVA, y periodos impositivos o de liquidación, por ejemplo no incluir todos los periodos vencidos no prescritos, y podrán tener alcance general, comprobando todos los elementos para el cálculo de la cuota a ingresar o devolver o partidas pendientes de aplicar para periodos posteriores, o parcial, cuando sólo se va a comprobar una parte de la cuantificación de la cuota o partidas pendientes de aplicar en el futuro, por ejemplo una operación determinada, una parte concreta de ingresos o gastos, una deducción o bonificación, etc.

Las actuaciones inspectoras tendrán carácter parcial cuando no afecten a la totalidad de los elementos de la obligación tributaria en el período objeto de la comprobación y en todos aquellos supuestos que se mencionan posteriormente. En otro caso, las actuaciones del procedimiento de inspección tendrán carácter general en relación con la obligación tributaria y período comprobado.

Cuando las actuaciones del procedimiento de inspección hubieran terminado con una liquidación provisional, el objeto de las mismas no podrá regularizarse nuevamente en un procedimiento de inspección que se inicie con posterioridad, salvo cuando alguno de los elementos de la obligación tributaria se determine en función de los correspondientes a otras obligaciones que no hubieran sido comprobadas, que hubieran sido regularizadas mediante liquidación provisional o mediante liquidación definitiva que no fuera firme, o cuando existan elementos de la obligación tributaria cuya comprobación con carácter definitivo no hubiera sido posible durante el procedimiento, y exclusivamente en relación con los elementos de la obligación tributaria afectados por dichas circunstancias. Por ejemplo, cuando una sociedad es socia de una Agrupación de Interés Económico que imputa base imponible y bases de deducciones y no se ha comprobado la misma, la liquidación a la sociedad será parcial.

Las actuaciones del procedimiento de inspección tendrán carácter general, salvo que se indique otra cosa en la comunicación de inicio del procedimiento inspector o por acuerdo motivado por el órgano competente.

Las actuaciones del procedimiento inspector tendrán carácter parcial en los siguientes supuestos:


	
—  Cuando las actuaciones inspectoras no afecten a la totalidad de los elementos de la obligación tributaria en el período objeto de comprobación.

	
—  Cuando las actuaciones se refieran al cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención de beneficios o incentivos fiscales, así como cuando las actuaciones tengan por objeto la comprobación del régimen tributario aplicable.

	
—  Cuando tengan por objeto la comprobación de una solicitud de devolución siempre que se limite exclusivamente a constatar que el contenido de la declaración, autoliquidación o solicitud presentada se ajusta formalmente a lo anotado en la contabilidad, registros y justificantes contables o extracontables del obligado tributario, sin perjuicio de la posterior comprobación completa de su situación tributaria.



La extensión y el alcance general o parcial de las actuaciones deberán hacerse constar al inicio de estas mediante la correspondiente comunicación. Cuando el procedimiento de inspección se extienda a distintas obligaciones tributarias o periodos, deberá determinarse el alcance general o parcial de las actuaciones en relación con cada obligación y período comprobado. En caso de actuaciones de alcance parcial deberán comunicarse los elementos que vayan a ser comprobados o los excluidos de ellas.

Cuando en el curso del procedimiento se pongan de manifiesto razones que así lo aconsejen, el órgano competente podrá acordar de forma motivada:


	
—  La modificación de la extensión de las actuaciones para incluir obligaciones tributarias o periodos no comprendidos en la comunicación de inicio o excluir alguna obligación tributaria o período de los señalados en dicha comunicación.

	
—  La ampliación o reducción del alcance de las actuaciones que se estuvieran desarrollando respecto de las obligaciones tributarias y periodos inicialmente señalados. Asimismo, se podrá acordar la inclusión o exclusión de elementos de la obligación tributaria que esté siendo objeto de comprobación en una actuación de alcance parcial.



7.3.  Solicitud del obligado tributario de una inspección de alcance general, cuando inicialmente tenía un alcance parcial

Esto puede suceder cuando la sociedad vaya a ser objeto de una comprobación de alcance parcial y tenga prevista la venta de la compañía a un tercero, en este caso puede interesar acreditar que no existen contingencias fiscales adicionales que puedan afectar a la operación. Es como una due diligencie realizada por la Inspección.

La solicitud deberá formularse mediante escrito dirigido al órgano competente para liquidar o comunicarse expresamente al actuario, quien deberá recoger esta manifestación en diligencia y dará traslado de la solicitud al órgano competente para liquidar.

Recibida la solicitud, el órgano competente para liquidar acordará si la inspección de carácter general se va a realizar como ampliación del alcance del procedimiento ya iniciado o mediante el inicio de otro procedimiento.

La inadmisión de la solicitud por no cumplir los requisitos establecidos deberá estar motivada y será notificada al obligado tributario. Contra el acuerdo de inadmisión no podrá interponerse recurso de reposición ni reclamación económico-administrativa, sin perjuicio de que pueda reclamarse contra el acto o actos administrativos que pongan fin al procedimiento de inspección.

7.4.  Tramitación del procedimiento de inspección

En el curso del procedimiento de inspección se realizarán las actuaciones necesarias para la obtención de los datos y pruebas que sirvan para fundamentar la regularización de la situación tributaria del obligado tributario o para declararla correcta.

La dirección de las actuaciones inspectoras corresponde a los órganos de inspección. Los funcionarios que tramiten el procedimiento decidirán el lugar, día y hora en que dichas actuaciones deban realizarse.

Se podrá requerir la comparecencia del obligado tributario en las oficinas de la Administración tributaria o en el lugar donde el obligado tributario tenga su domicilio fiscal, o en aquel donde su representante tenga su domicilio, despacho u oficina, el lugar donde se realicen total o parcialmente las actividades gravadas, el lugar donde exista alguna prueba, al menos parcial, del hecho imponible o del presupuesto de hecho de la obligación tributaria.

Tal como ya se ha comentado, cuando exista personación, previa comunicación o sin ella, en el domicilio fiscal, oficinas, dependencias, instalaciones o almacenes del obligado tributario, se deberá prestar la debida colaboración y proporcionar el lugar y los medios auxiliares necesarios para el ejercicio de las funciones inspectoras.

Al término de las actuaciones de cada día que se hayan realizado en presencia del obligado tributario, el personal inspector que esté desarrollando las actuaciones podrá fijar el lugar, día y hora para su reanudación, que podrá tener lugar el día hábil siguiente. No obstante, los requerimientos de comparecencia en las oficinas de la Administración tributaria no realizados en presencia del obligado tributario deberán habilitar para ello un plazo mínimo de 10 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación del requerimiento.

Sin perjuicio del ejercicio de las facultades y funciones inspectoras, las actuaciones del procedimiento deberán practicarse de forma que se perturbe lo menos posible el desarrollo normal de las actividades laborales o económicas del obligado tributario.

7.5.  Medidas cautelares

Los funcionarios que estén desarrollando las actuaciones en el procedimiento de inspección podrán adoptar las medidas cautelares que sean necesarias para el aseguramiento de los elementos de prueba.

El precinto se realizará mediante la ligadura sellada o por cualquier otro medio que permita el cierre o atado de libros, registros, equipos electrónicos, sobres, paquetes, cajones, puertas de estancias o locales u otros elementos de prueba, a fin de que no se abran sin la autorización y control de los órganos de inspección.

El depósito consistirá en poner dichos elementos de prueba bajo la custodia o guarda de la persona física o jurídica que se determine por la Administración.

La incautación consistirá en la toma de posesión de elementos de prueba de carácter mueble y se deberán adoptar las medidas que fueran precisas para su adecuada conservación.

Los documentos u objetos depositados o incautados podrán, en su caso, ser previamente precintados.

Para la adopción de las medidas cautelares, se podrá recabar el auxilio y colaboración que se consideren precisos de las autoridades competentes y sus agentes, que deberán prestarlo teniendo en cuenta que los funcionarios que desempeñen funciones de inspección son considerados agentes de la autoridad que deberán acreditar, si son requeridos para ello, fuera de las oficinas públicas.

La adopción de las medidas cautelares deberá documentarse mediante diligencia en la que junto a la medida adoptada y el inventario de los bienes afectados se harán constar sucintamente las circunstancias y la finalidad que determinan su adopción y se informará al obligado tributario de su derecho a formular alegaciones en los términos del apartado siguiente. Dicha diligencia se extenderá en el mismo momento en el que se adopte la medida cautelar, salvo que ello no sea posible por causas no imputables a la Administración, en cuyo caso se extenderá en cuanto desaparezcan las causas que lo impiden, y se remitirá inmediatamente copia al obligado tributario.

Cuando la medida consista en el depósito se dejará constancia de la identidad del depositario, de su aceptación expresa y de que ha quedado advertido sobre el deber de conservar a disposición de los órganos de inspección en el mismo estado en que se le entregan los elementos depositados y sobre las responsabilidades civiles o penales en las que pudiera incurrir en caso de incumplimiento.

En el plazo improrrogable de cinco días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la medida cautelar, el obligado tributario podrá formular alegaciones ante el órgano competente para liquidar, que deberá ratificar, modificar o levantar la medida adoptada mediante acuerdo debidamente motivado en el plazo de 15 días desde su adopción, que deberá comunicarse al obligado.

El acuerdo a que se refiere el párrafo anterior no podrá ser objeto de recurso o reclamación económico-administrativa, sin perjuicio de que se pueda plantear la procedencia o improcedencia de la adopción de las medidas cautelares en los recursos y reclamaciones que, en su caso puedan interponerse contra la resolución que ponga fin al procedimiento de inspección.

Cuando las medidas cautelares adoptadas se levanten se documentará esta circunstancia en diligencia, que deberá comunicarse al obligado.

La apertura de precintos se efectuará en presencia del obligado tributario, salvo que concurra causa debidamente justificada.

7.6.  Horario de las actuaciones del procedimiento inspector

Las actuaciones inspectoras que se desarrollen en las oficinas públicas podrán realizarse fuera del horario oficial de apertura al público de dichas oficinas o de la jornada de trabajo vigente cuando lo requieran las circunstancias de dichas actuaciones o medie el consentimiento del obligado tributario.

Cuando las actuaciones inspectoras se desarrollen en los locales del obligado tributario, podrán realizarse fuera de la jornada laboral de oficina o de la actividad en los siguientes supuestos:


	
—  Cuando medie el consentimiento del obligado tributario.

	
—  Cuando sin el consentimiento del obligado tributario se considere necesario para que no desaparezcan, se destruyan o alteren elementos de pruebas o las circunstancias del caso requieran que las actuaciones de inspección se efectúen con una especial celeridad que exija su desarrollo fuera de la jornada laboral y se obtenga, en ambos supuestos, la previa autorización del órgano competente de la Administración tributaria.



Este sería el caso, por ejemplo, del inicio de una comprobación inspectora por personación en una discoteca.

En el ámbito de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, la autorización corresponderá al delegado o al director de departamento del que dependa el órgano actuante.

El obligado tributario podrá exigir que se le entregue copia de la autorización.

7.7.  Trámite de audiencia previo a las actas de inspección

Cuando el órgano de inspección considere que se han obtenido los datos y las pruebas necesarios para fundamentar la propuesta de regularización o para considerar correcta la situación tributaria del obligado, se notificará el inicio del trámite de audiencia previo a la formalización de las actas de conformidad o de disconformidad, pudiendo utilizarse tecnologías informáticas y telemáticas (acceso al trámite de audiencia a través de la sede electrónica de la AEAT).

En la misma notificación de apertura del trámite de audiencia podrá fijarse el lugar, fecha y hora para la formalización de las actas.

De la literalidad de este trámite no parece desprenderse la obligación de facilitar al contribuyente o representante los hechos que se van a regularizar ni la cuantificación de la cuota que resulte de las comprobaciones inspectoras, no obstante, parece lógico que esta información se facilite a los efectos de poder valorar la conformidad o no a las actas que se van a firmar.

7.8.  Duración del procedimiento inspector

Uno de los elementos importantes en las actuaciones inspectoras es la duración del procedimiento.

Una comprobación inspectora no debe demorarse más allá de lo que resulte imprescindible ya que supone una alteración de la operativa habitual del contribuyente además de la inquietud que pueda suponer el resultado de la misma.

Pero, por otra parte, la Inspección puede tener una carga de trabajo importante puede tener cambios en los componentes de los equipos o unidades de inspección que supongan reasignaciones de expedientes, además de las complicaciones propias de las actuaciones inspectoras tales como requerimientos a terceros en el extranjero, valoraciones, etc. Todo esto puede suponer que el plazo de la inspección puede dilatarse.

Para poder compaginar estas situaciones se regulan los siguientes plazos y los efectos de los incumplimientos de los mismos.

Las actuaciones del procedimiento de inspección deberán concluir en el plazo de:


	
a)  18 meses, con carácter general.

	
b)  27 meses, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias en cualquiera de las obligaciones tributarias o periodos objeto de comprobación:
	
b.1)  Que la Cifra Anual de Negocios del obligado tributario sea igual o superior al requerido para auditar sus cuentas, 5.700.000€.

	
b.2)  Que el obligado tributario esté integrado en un grupo sometido al régimen de consolidación fiscal o al régimen especial de grupo de entidades que esté siendo objeto de comprobación inspectora.







Cuando se realicen actuaciones inspectoras con diversas personas o entidades vinculadas, la concurrencia de las circunstancias mencionadas en cualquiera de ellos determinará la aplicación de este plazo a los procedimientos de inspección seguidos con todos ellos.

El plazo del procedimiento inspector se contará desde la fecha de notificación al obligado tributario de su inicio hasta que se notifique o se entienda notificado el acto administrativo resultante del mismo. A efectos de entender cumplida la obligación de notificar y de computar el plazo de resolución será suficiente acreditar que se ha realizado un intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución.

Los requerimientos previos de información no forman parte del procedimiento inspector, a los efectos del cómputo de su duración máxima.

Tampoco en los supuestos en los que se solicita autorización judicial o administrativa para la entrada en domicilio, las actuaciones realizadas con carácter previo al inicio de un procedimiento de inspección tributaria, que se produce mediante su comunicación formal al obligado tributario, parce que deberían considerarse actuaciones inspectoras a efectos del cómputo del plazo de duración máxima mencionado. No obstante, en este caso todavía no existe pronunciamiento expreso del Tribunal Supremo que confirme este criterio.

En la comunicación de inicio del procedimiento inspector se informará al obligado tributario del plazo que le resulte aplicable.

En el caso de que las circunstancias a las que se refiere la letra b) anterior se aprecien durante el desarrollo de las actuaciones inspectoras el plazo será de 27 meses, contados desde la notificación de la comunicación de inicio, lo que se pondrá en conocimiento del obligado tributario.

El plazo será único para todas las obligaciones tributarias y periodos que constituyan el objeto del procedimiento inspector, aunque las circunstancias para la determinación del plazo sólo afecten a algunas de las obligaciones o periodos incluidos en el mismo, salvo el supuesto de desagregación que se menciona a continuación.

A efectos del cómputo del plazo del procedimiento inspector los períodos de interrupción justificada, no se incluirán en el cómputo del plazo de resolución ni las dilaciones en el procedimiento por causa no imputable a la Administración.

El cómputo del plazo del procedimiento inspector se suspenderá desde el momento en que concurra alguna de las siguientes circunstancias:


	
—  La remisión del expediente al Ministerio Fiscal o a la jurisdicción competente sin practicar la liquidación.

	
—  La recepción de una comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la suspensión o paralización respecto de determinadas obligaciones tributarias o elementos de las mismas de un procedimiento inspector en curso.

	
—  El planteamiento por la Administración Tributaria que esté desarrollando el procedimiento de inspección de un conflicto ante las Juntas Arbitrales previstas en la normativa relativa a las Comunidades Autónomas, en la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra y en la Ley 12/2002, de 23 de mayo, del Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco o la recepción de la comunicación del mismo.

	
—  La notificación al interesado de la remisión del expediente de conflicto en la aplicación de la norma tributaria a la Comisión consultiva.

	
—  El intento de notificación al obligado tributario de la propuesta de resolución o de liquidación o del acuerdo por el que se ordena completar actuaciones.

	
—  La concurrencia de una causa de fuerza mayor que obligue a suspender las actuaciones.



Salvo que concurra la circunstancia prevista en la letra e), la inspección no podrá realizar ninguna actuación en relación con el procedimiento suspendido por las causas anteriores, sin perjuicio de que las solicitudes previamente efectuadas al obligado tributario o a terceros deban ser contestadas. No obstante, si la Administración Tributaria aprecia que algún período, obligación tributaria o elemento de esta no se encuentran afectados por las causas de suspensión, continuará el procedimiento inspector respecto de los mismos, pudiendo, en su caso, practicarse por ellos la correspondiente liquidación. A los solos efectos del cómputo del período máximo de duración, en estos casos, desde el momento en el que concurre la circunstancia de la suspensión, se desagregarán los plazos distinguiendo entre la parte del procedimiento que continúa y la que queda suspendida. A partir de dicha desagregación, cada parte del procedimiento se regirá por sus propios motivos de suspensión y extensión del plazo.

La suspensión del cómputo del plazo tendrá efectos desde que concurran las circunstancias anteriormente señaladas, lo que se comunicará al obligado tributario a efectos informativos, salvo que con esta comunicación pudiera perjudicarse la realización de investigaciones judiciales, circunstancia que deberá quedar suficientemente motivada en el expediente. En esta comunicación, se detallarán los periodos, obligaciones tributarias o elementos de estas que se encuentran suspendidos y aquellos otros respecto de los que se continúa el procedimiento por no verse afectados por dichas causas de suspensión.

La suspensión finalizará cuando tenga entrada en el registro de la correspondiente Administración Tributaria el documento del que se derive que ha cesado la causa de suspensión, se consiga efectuar la notificación o se constate la desaparición de las circunstancias determinantes de la fuerza mayor. No obstante, en el caso contemplado en la letra d), el plazo de suspensión no podrá exceder del plazo máximo para la emisión del informe.

Una vez finalizada la suspensión, el procedimiento continuará por el plazo que reste.

El obligado tributario podrá solicitar antes de la apertura del trámite de audiencia, en los términos que reglamentariamente se establezcan, uno o varios periodos en los que la inspección no podrá efectuar actuaciones con el obligado tributario y quedará suspendido el plazo para atender los requerimientos efectuados al mismo. Dichos periodos no podrán exceder en su conjunto de 60 días naturales para todo el procedimiento y supondrán una extensión del plazo máximo de duración del mismo.

El órgano actuante podrá denegar la solicitud si no se encuentra suficientemente justificada o si se aprecia que puede perjudicar el desarrollo de las actuaciones. La denegación no podrá ser objeto de recurso o reclamación económico-administrativa.

Cuando durante el desarrollo del procedimiento inspector el obligado tributario manifieste que no tiene o no va a aportar la información o documentación solicitada o no la aporta íntegramente en el plazo concedido en el tercer requerimiento, su aportación posterior determinará la extensión del plazo máximo de duración del procedimiento inspector por un período de tres meses, siempre que dicha aportación se produzca una vez transcurrido al menos nueve meses desde su inicio. No obstante, la extensión será de 6 meses cuando la aportación se efectúe tras la formalización del acta y determine que el órgano competente para liquidar acuerde la práctica de actuaciones complementarias.

Asimismo, el plazo máximo de duración del procedimiento inspector se extenderá por un período de seis meses cuando tras dejar constancia de la apreciación de las circunstancias determinantes de la aplicación del método de estimación indirecta, se aporten datos, documentos o pruebas relacionados con dichas circunstancias.

El incumplimiento del plazo de duración del procedimiento no determinará la caducidad del procedimiento, que continuará hasta su terminación, pero producirá los siguientes efectos respecto a las obligaciones tributarias pendientes de liquidar:


	
—  No se considerará interrumpida la prescripción como consecuencia de las actuaciones inspectoras desarrolladas durante el plazo señalado.

	
—  La prescripción se entenderá interrumpida por la realización de actuaciones con posterioridad a la finalización del plazo.

	
—  El obligado tributario tendrá derecho a ser informado sobre los conceptos y períodos a que alcanzan las actuaciones que vayan a realizarse.

	
—  Los ingresos realizados desde el inicio del procedimiento hasta la primera actuación practicada con posterioridad al incumplimiento del plazo de duración del procedimiento y que hayan sido imputados por el obligado tributario al tributo y período objeto de las actuaciones inspectoras tendrán el carácter de espontáneos.

	
—  No se exigirán intereses de demora desde que se produzca dicho incumplimiento hasta la finalización del procedimiento.



Cuando una resolución judicial o económico-administrativa aprecie defectos formales y ordene la retroacción de las actuaciones inspectoras, éstas deberán finalizar en el período que reste desde el momento al que se retrotraigan las actuaciones hasta la conclusión del plazo o en seis meses, si este último fuera superior. El citado plazo se computará desde la recepción del expediente por el órgano competente para ejecutar la resolución.

El obligado tributario podrá solicitar antes de la apertura del trámite de audiencia uno o varios periodos de un mínimo de 7 días naturales cada uno en los que la inspección no podrá efectuar actuaciones con el obligado tributario y quedará suspendido el plazo para atender los requerimientos efectuados al mismo.

Dichos periodos no podrán exceder en su conjunto de 60 días naturales para todo el procedimiento y supondrán una extensión del plazo máximo de duración del mismo. El órgano actuante podrá denegar la solicitud si no se encuentra suficientemente justificada o si se aprecia que puede perjudicar el desarrollo de las actuaciones. La denegación no podrá ser objeto de recurso o reclamación económico-administrativa.

Para que la solicitud formulada pueda otorgarse serán necesarios los siguientes requisitos:


	
—  Que se solicite directamente al órgano actuante con anterioridad a los siete días naturales previos al inicio del período al que se refiera la solicitud.

	
—  Que se justifique la concurrencia de circunstancias que lo aconsejen.

	
—  Que se aprecie que la concesión de la solicitud no puede perjudicar el desarrollo de las actuaciones.



En caso de no cumplirse los requisitos anteriores, el órgano actuante podrá denegar la solicitud.

La solicitud que cumpla los requisitos establecidos en el primer párrafo de este apartado se entenderá automáticamente concedida por el período solicitado, hasta el límite de los 60 días como máximo, con su presentación en plazo, salvo que se notifique de forma expresa la denegación antes de que se inicie el período solicitado. Se entenderá automáticamente denegada la solicitud de un período inferior a 7 días.

La notificación expresa de la concesión antes de que se inicie el período solicitado podrá establecer un plazo distinto al solicitado por el obligado tributario.

La realización de actuaciones con conocimiento formal del obligado tributario con posterioridad a la finalización del plazo máximo de duración del procedimiento tendrá efectos interruptivos de la prescripción respecto de la totalidad de las obligaciones tributarias y periodos a los que se refiera el procedimiento.

Si la superación del plazo máximo se constata durante el procedimiento de inspección, esta circunstancia se le comunicará formalmente al obligado tributario indicándole las obligaciones y periodos por los que se continúa el procedimiento

8.  Finalización de las actuaciones inspectoras

En relación a la finalización de las actuaciones inspectoras hay que tener en cuenta la aplicación del principio de íntegra en el procedimiento inspector.

Este principio lo establece el Tribunal Supremo, por ejemplo, en las sentencias de 25/3/2009 y de 10/5/2010, en las que se afirma que:

«la regularización ha de ser íntegra, alcanzando tanto a los aspectos positivos como a los negativos para el obligado tributario; añadiendo acto seguido que: [...] cuando un contribuyente se ve sometido a una comprobación y se procede a la regularización mediante la oportuna liquidación, procede atender a todos los componentes, y ello por elementales principios que inspiran un sistema tributario que aspira a responder al principio de justicia. Principio de íntegra regularización que no encuentra limitación según estemos ante actuaciones generales o parciales [...]. Por lo tanto, habrá de atenderse a todos los componentes que conforman el ámbito material sobre el que se desarrolla la actuación inspectora de carácter parcial».


8.1.  Actas de inspección

Concluido, en su caso, el trámite de audiencia, se procederá a documentar el resultado de las actuaciones de comprobación e investigación en las actas de inspección.

En aquellos supuestos en los que la competencia para dictar el acto de liquidación corresponda a una Administración tributaria distinta de la que haya llevado a cabo las actuaciones de comprobación e investigación (p.e: en el caso del Impuesto sobre el Patrimonio cedido a una Comunidad Autónoma), el órgano competente para liquidar de la Administración tributaria que hubiera realizado estas actuaciones deberá autorizar previamente y de forma expresa la suscripción del acta. Esta autorización deberá ser solicitada una vez finalizado el trámite de audiencia previo a la suscripción del acta.

Las actas serán firmadas por el funcionario y por el obligado tributario. Si el obligado tributario no supiera o no pudiera firmarlas, si no compareciera en el lugar y fecha señalados para su firma o si se negara a suscribirlas, serán firmadas sólo por el funcionario y se hará constar la circunstancia de que se trate. Las actas podrán suscribirse mediante firma manuscrita o mediante firma electrónica.

Habitualmente, las actas se firman mediante tablet y se envían directamente al correo electrónico o número de móvil facilitado por el obligado tributario o su representante.

En el caso de que el acta se suscriba mediante firma electrónica, la entrega del ejemplar se podrá sustituir por la entrega de datos necesarios para su acceso por medios electrónicos adecuados.

En caso de que el acta se suscriba mediante firma manuscrita, de cada acta se entregará un ejemplar al obligado tributario, que se entenderá notificada por su firma.

Si el obligado tributario no hubiera comparecido, las actas deberán ser notificadas en el domicilio fiscal del obligado tributario o su representante, en el centro de trabajo, en el lugar donde se desarrolle la actividad económica o en cualquier otro adecuado a tal fin, o en su caso, enviadas a la dirección del buzón electrónico del obligado tributario o su representante.

Cuando la notificación se practique en el lugar señalado al efecto por el obligado tributario o por su representante, o en el domicilio fiscal de uno u otro, de no hallarse presentes en el momento de la entrega, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en dicho lugar o domicilio y haga constar su identidad, así como los empleados de la comunidad de vecinos o de propietarios donde radique el lugar señalado a efectos de notificaciones o el domicilio fiscal del obligado o su representante.

El rechazo de la notificación realizado por el interesado o su representante implicará que se tenga por efectuada la misma.

Cuando no sea posible efectuar la notificación al interesado o a su representante por causas no imputables a la Administración tributaria e intentada al menos dos veces en el domicilio fiscal, o en el designado por el interesado si se trata de un procedimiento iniciado a solicitud del mismo, se harán constar en el expediente las circunstancias de los intentos de notificación. Será suficiente un solo intento cuando el destinatario conste como desconocido en dicho domicilio o lugar.

En este supuesto se citará al interesado o a su representante para ser notificados por comparecencia por medio de anuncios que se publicarán, por una sola vez para cada interesado, en el «Boletín Oficial del Estado».

Se suspende el cómputo del plazo del procedimiento inspector desde el intento de notificación del acta al obligado tributario hasta que se consiga efectuar la notificación. Si el obligado tributario compareciese y se negase a suscribir las actas se considera rechazada la notificación.

Cuando el interesado no comparezca o se niegue a suscribir las actas, deberán formalizarse actas de disconformidad.

La firma de un acta con acuerdo o de conformidad exigirá la aceptación de todos los obligados tributarios que hayan comparecido en el procedimiento.

Las actas de inspección no pueden ser objeto de recurso o reclamación económico-administrativa, sin perjuicio de los que procedan contra las liquidaciones tributarias resultantes de aquellas.

8.2.  Tramitación de las actas de conformidad

Cuando el obligado tributario preste su conformidad a los hechos y a las propuestas de regularización y liquidación incorporadas en el acta, se hará constar en ella dicha conformidad.

El acta de conformidad supone la aceptación de los hechos contenidos en la misma, que pueden desvirtuarse mediante prueba en contrario.

La conformidad no impide la disconformidad o recurso contra la liquidación posterior basada en la aplicación de la norma tributaria sobre dichos hechos.

Cuando el obligado tributario preste su conformidad parcial a los hechos y a las propuestas de regularización y liquidación formuladas se procederá de la siguiente forma:


	
a)  Si de la propuesta derivada de los hechos a los que el obligado tributario presta su conformidad no resultara una cantidad a devolver, se formalizarán simultáneamente dos actas relacionadas entre sí en los siguientes términos:
	
a.1.)  Un acta de conformidad que contendrá los elementos regularizados de la obligación tributaria a los que el obligado tributario haya prestado su conformidad.

	
a.2.)  Un acta de disconformidad que incluirá la totalidad de los elementos regularizados de la obligación tributaria. La cuota tributaria incluida en la propuesta de liquidación contenida en el acta de conformidad minorará la contenida en el acta de disconformidad.





	
b)  Si de la propuesta derivada de los hechos a los que el obligado tributario presta su conformidad resultara una cantidad a devolver, se formalizará una única acta de disconformidad en la que se harán constar los elementos regularizados de la obligación tributaria a los que el obligado tributario presta su conformidad a efectos de la aplicación de la reducción de la sanción.



Una vez firmada el acta de conformidad, el órgano competente para liquidar dispone de un plazo de un mes, contado a partir del día siguiente al de la fecha del acta, para notificar al obligado tributario un acuerdo con alguno de los siguientes contenidos:

Se entenderá producida y notificada la liquidación tributaria de acuerdo con la propuesta formulada en el acta si, en el plazo de un mes contado desde el día siguiente a la fecha del acta, no se hubiera notificado al interesado acuerdo del órgano competente para liquidar, con alguno de los siguientes contenidos:


	
—  Rectificando errores materiales.

	
—  Ordenando completar el expediente mediante la realización de las actuaciones que procedan.

	
—  Confirmando la liquidación propuesta en el acta.

	
—  Estimando que en la propuesta de liquidación ha existido error en la apreciación de los hechos o indebida aplicación de las normas jurídicas y concediendo al interesado plazo de audiencia previo a la liquidación que se practique.



En cuyo caso se procederá de la siguiente forma:


	
—  Por errores materiales, se notificará el acuerdo al obligado tributario. El procedimiento finalizará con dicha notificación.

	
—  Si se estima que en la propuesta de liquidación ha existido error en la apreciación de los hechos o indebida aplicación de las normas jurídicas, se notificará al obligado tributario acuerdo de rectificación conforme a los hechos aceptados por este en el acta y se concederá un plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo, para que formule alegaciones. Transcurrido dicho plazo se dictará la liquidación que corresponda, que deberá ser notificada.

	
—  Si se ordena completar el expediente mediante la realización de actuaciones complementarias, se dejará sin efecto el acta formalizada, se notificará esta circunstancia al obligado tributario y se realizarán las actuaciones que procedan cuyo resultado se documentará en un acta que sustituirá a todos los efectos a la anteriormente formalizada y se tramitará según proceda.



De no notificarse alguno de dichos acuerdos en el plazo citado, la liquidación se entenderá dictada y notificada el día siguiente conforme a la propuesta contenida en el acta.

El plazo del mes del que dispone el órgano competente para liquidar en los supuestos anteriores se suspenderá cuando concurra el intento de notificación al obligado tributario de la propuesta de resolución o de liquidación o del acuerdo por el que se ordena completar actuaciones.

El obligado tributario no podrá revocar la conformidad manifestada en el acta, sin perjuicio de su derecho a recurrir contra la liquidación resultante de esta y a presentar alegaciones.

Si resultase una deuda a ingresar, se entregará junto con el acta el documento de ingreso.

8.3.  Tramitación de las actas con acuerdo

Un caso específico de acta de conformidad es el acta con acuerdo que se aplica con el objetivo de evitar litigiosidad con el obligado tributario en determinados casos y con las siguientes peculiaridades procedimentales que se exponen a continuación.

Cuando de los datos y antecedentes obtenidos en las actuaciones de comprobación e investigación, el órgano inspector entienda que pueda proceder la conclusión de un acuerdo por concurrir alguno de los siguientes supuestos señalados: cuando para la elaboración de la propuesta de regularización deba concretarse la aplicación de conceptos jurídicos indeterminados, cuando resulte necesaria la apreciación de los hechos determinantes para la correcta aplicación de la norma al caso concreto, o cuando sea preciso realizar estimaciones, valoraciones o mediciones de datos, elementos o características relevantes para la obligación tributaria que no puedan cuantificarse de forma cierta, lo pondrá en conocimiento del obligado tributario. Tras esta comunicación, el obligado tributario podrá formular una propuesta con el fin de alcanzar un acuerdo.

Una vez desarrolladas las oportunas actuaciones para fijar los posibles términos del acuerdo, el órgano inspector solicitará la correspondiente autorización para la suscripción del acta con acuerdo del órgano competente para liquidar.

La fecha y el lugar de formalización del acta se comunicarán al obligado tributario junto con los datos necesarios y los trámites a realizar para la constitución del depósito o garantía, aval de carácter solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución, de cuantía suficiente para garantizar el cobro de las cantidades que puedan derivarse del acta.
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